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En la actualidad, es indudable, por la experiencia y práctica del comercio, la 
imperiosa necesidad de una normativa de orden público específico en materia de 
consumo. Ya que toda actividad comercial está dirigida a los consumidores, y se 
necesita evitar que estos sean sacrificados a través de prácticas deshonestas por 
parte de los proveedores de los bienes y servicios públicos y privados que 
consumen y utilizan. 
 
No obstante, no resulta tampoco paradójico considerar que el desarrollo de las 
instituciones que integran el sistema de Derecho de Consumo acompaña los 
cambios que experimenta la organización Estado. Es notorio que los países, 
tantos los desarrollados, como los que están en vías de desarrollo, experimentan 
cambios que tienen origen en la globalización, la integración y la 
internacionalización de la economía, ejerciendo impacto no sólo sobre su 
soberanía sino también en la organización de los servicios públicos y por tanto en 
la consagración de los derechos de los usuarios . 
 
Con relación a lo anterior, El arto 105 Cn, garantiza la participación y acceso a 
procedimientos eficaces y  expeditos contenidos en los  principios de gratuidad, 
prevención de daños y conflictos: para los consumidores; y  El acceso de estos a 
los servicios públicos básicos de energía, comunicación, agua, transporte, 
infraestructura vial, puertos y aeropuertos. 
  
Los servicios públicos ocupan, por su trascendencia social y económica, un lugar 
privilegiado entre las prestaciones protegidas, descansando sobre el propio 
Estado, tal y como lo reza nuestra Constitución Política,  el deber de tutelar su 
calidad y eficiencia, a través de la regulación y el control, y de la promoción de la 




Es por ello que esta investigación monográfica la cual denominamos  “Defensa de 
los Derechos del Consumidor en los Servicios de Agua Potable y Luz Eléctrica, 
desarrollada sobre las peculiares regulaciones nacionales en materia de 
protección a los usuarios o consumidores de los servicios esenciales de Agua 
Potable y Luz Eléctrica, haciendo referencia, las conceptualizaciones doctrinarias, 
desarrollo y evolución histórica del Derecho de Consumo y los Servicios básicos o 
esenciales,  el rol y facultades de las  instituciones privadas y estatales en la 
defensa de los intereses y derechos de los consumidores, así como el análisis 
crítico al procedimiento vigente con el cual se da trámite a las reclamaciones de 
los usuarios y sobre la eficacia que tienen para el efectivo ejercicio de los 
derechos de estos. 
 
Para la realización de esta investigación se ha utilizado el método analítico 
deductivo, a partir de la bibliografía especializada encontrada en libros, 
diccionarios, así también la legislación vigente en la materia, tales como la ley  no. 
182 “Ley de defensa de los consumidores”, ley no. 297 “Ley general de servicio de 
agua potable y alcantarillado sanitario”, ley no. 272 “Ley de industria eléctrica”   y 
la sentencia No. 10 emitida el doce de noviembre del año dos mil nueve por la 
Corte Suprema de Justicia, la cual declara la inconstitucionalidad del art. 7.7.2 de 




















Definir los alcances y limitaciones del derecho nicaragüense en la defensa de los 
derechos del consumidor en los servicios de agua potable y luz eléctrica. 
 
Objetivos específicos  
 
 
Analizar el fundamento legal del Derecho de consumo con respecto a los servicios 
públicos de agua potable y luz eléctrica 
 
Determinar el procedimiento que debe seguir un consumidor o usuario para la 
reclamación o demanda frente a una transgresión  a sus derechos en el servicio 
de agua potable y luz eléctrica por parte de los proveedores concesionarios de 
servicio y los entes reguladores 
  
Análisis de pertinencia de las reclamaciones ante la DDC de usuarios de los 











CAPITULO I: DERECHO DE CONSUMO FRENTE A LOS SERVICIOS 
PÚBLICOS DE AGUA POTABLE Y LUZ ELÉCTRICA 
 
En este capítulo pretendemos dar a conocer la evolución histórica que se dio en el 
derecho de consumo y los servicios públicos, para poder así entender el 
surgimiento de estas nuevas figuras, exponiendo los diferentes conceptos que se 
manejan sobre consumidor, usuario, proveedor, etc., en donde señalaremos las 
semejanzas que existen entre algunos planteamientos que nos dan diferentes 
autores. Desarrollaremos el contenido del derecho de consumo en Nicaragua, las 
desventajas del consumidor, la tutela estatal que existe sobre los servicios 
esenciales, como también la obligación que tienen los proveedores que 
suministran los servicios de Agua y Luz Eléctrica. 
 
Para delimitar el nivel de relación o  de aplicación del derecho de consumo en los 
servicios públicos es necesario recabar en la evolución histórica del derecho de 
consumo,  determinando los aspectos o acontecimientos que dan origen al 
nacimiento de estas dos figuras y ver si es posible abordarlas en una sola norma 
de derecho positivo, debido a la similitud de su desarrollo a través de la historia. 
 
1. Origen y antecedentes del derecho de consumo y  los servicios 
públicos  
 
Solo desde la historia se puede comprender el presente, el derecho del 
consumidor  ha surgido como una suerte de “estatuto” personal del consumidor, se 
ha planteado que el objeto y razón de ser de esta nueva disciplina jurídica es la 
protección de aquel sujeto que denominamos consumidor. 
 
 A través de la historia, el hombre se ha caracterizado por tener una esencia 
social, económica, política, cultural y jurídica que le ha permitido interrelacionarse 
con sus semejantes, lo cual da lugar a generar vínculos comerciales, 
entendiéndose estos como la obligación de los pueblos y de sus integrantes, de 
producir e intercambiar bienes y servicios para satisfacer de esta manera sus 
 
 
necesidades vitales (Botana & Ruiz, 1999). Considerando lo anterior, se da el 
surgimiento de dos figuras, como son el productor o distribuidor de bienes y el 
sujeto que tiene la necesidad de aprovechar tal bien, creándose de esta manera la 
figura del consumidor, quien es el destinatario de toda relación comercial – 
jurídica. 
 
Es por ello que el derecho de consumo nace con la  necesidad del consumidor y 
del usuario, de ser protegido de manera eficaz de posibles abusos y engaños a los 
que pudiera ser sometido por parte de los productores, distribuidores o 
vendedores. Esto basado en que el derecho del consumo ha sido durante su 
historia implícito en el sentido legal, ya que nunca fue codificado. 
 
Es así que en la era antigua los consumidores no tenían protección alguna frente a 
la calidad de los bienes o servicios que adquirían, situación generada por la falta 
de formalidad y el abundante primitivismo de los mercados, sumado a la 
inexistencia de seguridad jurídico – legal de los pueblos, evidenciada en la 
ausencia absoluta de normas que regularan todo tipo de relaciones vinculadas a 
bienes y servicios, es decir el comercio era completamente informal y su actividad 
era regida por la costumbre y por leyes consideradas divinas, como lo eran los 
designios aceptados por las distintas religiones. 
 
Posteriormente, se da la fuerte influencia de Roma en el mundo occidental, dando 
origen a un sistema jurídico institucionalizado y estable, en el que se cubrió la 
ausencia de parámetros a los que debía someterse toda la población considerada 
como ciudadanía. Es en este momento que se sienta un precedente legal apoyado 
en la normatividad vigente de la época, en el cual se empieza a proteger al 
consumidor o usuario por medio de la teoría del saneamiento de los  vicios que el 
bien adoleciera, por ejemplo en la venta de cosa ajena (Ortiz & Quintero, 2008). 
 
En la Edad Media empieza a esbozarse la auto responsabilidad de los 
productores, distribuidores o vendedores que crearon mecanismos de control 
 
 
eficaces para que el producto o servicio final llegara al consumidor con ciertos 
estándares de calidad y que de alguna manera equilibrara un poco la relación con 
el consumidor. Es aquí donde la ética aparece como elemento integrante de las 
relaciones comerciales, ya que si bien no generaba un derecho de protección al 
consumidor, si creaba ciertos parámetros de idoneidad del producto y consiguiente 
seguridad para el usuario. 
 
Debido al surgimiento de la revolución francesa y la declaración de los derechos 
universales del hombre, se establece el pensamiento liberal económico 
individualista, basándose en el principio de la autonomía de la voluntad, donde el 
consumidor quedaba expuesto en el mercado ya que debía de asumir la 
responsabilidad de todo lo que adquiría, por consiguiente el usuario estaría 
desprotegido en el medio comercial (Ortiz & Quintero, 2008). 
 
 Por lo tanto se puede apreciar que no hubo un avance significativo respecto a lo 
planteado en la edad media, ya que no se pasó de la auto regulación de los 
productores a una regulación institucional, de esta manera se hizo a un lado la 
evolución de la protección al consumidor, perdiéndose la oportunidad de codificar 
el derecho del consumo y se confirmó que es la parte (Consumidor) interesada en 
un producto o servicio el más débil de la cadena industrial comercial.  
 
Asimismo el Estado francés omitía regular las relaciones que existían entre 
productor y usuario, considerando que no estaba en sus facultades el 
intervencionismo económico, y que por ende el consumidor estaba en la posición 
de defenderse él mismo, del abuso o engaño del que fuere víctima en todas las 
etapas de la relación mercantil, desde el mismo instante en que asiente su 
conformidad con el producto que adquiere, hasta cuando surgen inconformidades 
con el producto al estar este defectuoso, llevando a cabo una queja por la cual 




Como consecuencia de la desprotección jurídica estatal hacia el consumidor, se 
presentaron fenómenos como engaños y abusos de parte de los empresarios y 
distribuidores en la calidad de los productos y total desconocimiento público y 
privado de las reclamaciones efectuadas por los usuarios. 
 
En el siglo XX, con el auge en la comercialización de bienes y servicios, 
acompañados de publicidad y tecnificación del mercado e internacionalización de 
la economía, la oferta de productos de distintas cualidades y dirigidos a distintos 
sectores de la sociedad era tan amplia que le dificultaba al consumidor hacer valer 
sus derechos frente a un sujeto individualizado, con lo cual las reclamaciones 
hechas por el usuario no tenían efectividad alguna frente al ordenamiento jurídico 
del momento, ya que en las naciones desarrolladas del globo apenas se estaba 
dando inicio a la codificación y normativización del derecho del consumidor. 
 
A partir de la segunda mitad del siglo XX, surgen oleadas ideológicas en las que 
se pretenden reconocer los esfuerzos realizados a lo largo de los tiempos, por la 
institucionalización jurídico - legal, dando lugar a una protección más efectiva e 
igualitaria respecto de los productos y servicios que adquiere el consumidor o 
usuario, configurando como resultado una presión insostenible a las naciones, y 
que las llevó a otorgarle un lugar preponderante al derecho del consumidor, 
dándole cabida en el ordenamiento jurídico interno, a través de estatutos en los 




Por otro lado el servicio público no es una figura antigua que digamos, ya que su 
esplendor se da en tiempos relativamente recientes, se le podría dar como mucho 
una edad de aproximadamente un siglo y medio (Navarro, 2007), el elemento del 
que procede su historia es la estrecha relación con el contexto social, político y 
económico en el que opera, por lo que ha sido objeto de mutaciones debido a las 




Por lo anteriormente planteado  se dice que el servicio público  no es una realidad 
única o uniforme, siendo una figura plural que varía con el contexto histórico y 
resulta difícilmente definible.  
 
Navarro (2007) hace una distinción de tres grandes etapas de evolución a partir de 
los acontecimientos suscitados en la historia del viejo continente: 
 
 1. Primera Etapa. El Estado liberal de Derecho: La intervención del Estado en la 
vida social resultaba imprescindible para la existencia del servicio público, en este 
ámbito la existencia de la burguesía liberal demandan la consolidación de un 
Estado fuerte, de una potencia y entidad impensable que responde a distintos 
objetivos según el momento. Ya que se quería eliminar los residuos de la 
Sociedad agraria y estamental para poder sustituirla por una comercial e industrial, 
en la que la posición en la escala social viene marcada por el dinero y no por la 
cuna y ´la propiedad de la tierra. 
 
Pero a pesar de esto no fue una etapa de gran expansión para los servicios 
públicos (Navarro, 2007), aunque cabe recalcar que es aquí en donde se produce 
la consolidación de alguno de los más significativos e importantes servicios 
públicos que eran imprescindible a la clase burguesa (ferrocarril, telégrafo, correo, 
etc.) los cuales eran necesarios para la construcción de la sociedad industrial y 
comercial con la que soñaban los liberales burgueses. 
 
En esta primera etapa la intervención estatal sigue pautada, y es por ello que se 
determina utilizar un instrumento jurídico  hábil y delicado como lo es la concesión 
mediante la cual el Estado se hace titular y responsable último de los servicios, 
aunque abandonando su gestión económica de empresarios particulares. 
Luego de esto nace un segundo bloque de servicios públicos como lo son los 
servicios sociales básicos (educación, sanidad y beneficencia) siendo un resultado 
indirecto, del fortalecimiento del poder estatal. A raíz de todos estos cambios que 
se venían dando fue necesario eliminar el poder de la iglesia haciendo 
 
 
desaparecer el aparato asistencial (eclesiástico), producto de esto el Estado se ve 
obligado a llenar el vacío de poder que deja la destrucción  de mando de la iglesia, 
asumiendo el Estado las actividades que nacen en el segundo bloque, por lo que 
podemos decir que la problemática de los servicios públicos arranca del siglo XIX. 
 
2. Segunda Etapa. El Estado Social: Se consolida la multiplicación de la actividad  
de los poderes públicos que trae como consecuencia la terminación de separación 
entre el Derecho público y el Derecho privado (Navarro, 2007) . Es aquí en donde 
la Escuela de Burdeos, impone en líneas generales la consideración del servicio 
público como llave maestra que fijaba el ámbito de la administración.  
 
Esta concepción fue cuestionable ya que en el momento de su vigencia era 
insostenible en el marco fijado por el Estado Social. Con este nuevo modelo se 
impone una visión del poder público como principal garante del buen 
funcionamiento de las relaciones sociales. 
 
Esta mutación supone una ruptura de las tesis tradicionales ya que junto al Estado 
gestor quien desarrolla la actividad de servicio público, y al Estado autoridad 
pública, que desarrolla la actividad de poder público, aparece también el Estado 
empresario, que rige y gestiona empresas públicas, y el Estado promotor, que 
realiza la actividad de fomento (Navarro, 2007). 
 
Es decir se consolida un tipo de Estado que no admite limitaciones a su modo de 
actuación, y cuya actividad no encuentra cabida en una interpretación amplia del 
servicio público.  Como consecuencia de ello el servicio público ya no puede ser 
esa vieja noción totalizadora, comprensiva del conjunto de la actividad 
administrativa, sino tan solo una forma más de actuación administrativa. 
El servicio público ya no puede regirse en todo caso por el Derecho administrativo 
y ser prestado por un sujeto público, sino que en ocasiones va a estar sujeto al 
Derecho Privado, en su totalidad o en parte, y puede que quien lo preste no sea 




3. Tercera Etapa. El Estado Regulador: Se da a partir de los años 70 debido a   
una crisis económica que se desencadena en el Estado Social (Garcia, 1988), lo 
que trae consigo una crisis de la noción de servicio público,  lo que se pensó que 
podría hacer desaparecer la institución, a pesar de estos juicios a través del 
tiempo se considera que el servicio público goza de buena salud, aunque 
sometido a revisión que lo ha adaptado a los nuevos tiempos (Machado, 2004). 
 
En el Estado Social podemos mencionar varios motivos por los que se da la crisis 
dentro de ellos están: el abultado tamaño del sector público, que amenaza con 
desbordar su capacidad: las frecuentes críticas a la eficacia de su actuación que 
se considera demasiado costosa: y de poca calidad, etc. 
 
Todo esto trae como consecuencia dudas en la adecuación de los medios y 
procedimientos de actuación propios de este modelo de Estado, poniéndose en 
marcha un proceso de desregulación, liberalización y privatización que reduzca la 
intervención pública directa, y que el Estado se concentre en funciones que solo él 
puede desarrollar (Navarro, 2007). 
 
El efecto fundamental de este proceso  va a ser una notable disminución de la 
prestación de servicios y realización de actividades económicas por parte del 
Estado, que cede esas labores a los sujetos privados y asume ahora la posición 
de un regulador quien controla y dirige la actividad económica y la prestación de 
los servicios públicos, sin implicarse en su prestación directa. 
 
La forma de concebir el servicio público no se cuestiona en sus fines,  a como 
tampoco se hizo en el Estado Social ya que su prestación a todos los ciudadanos 
sigue siendo concebida como una finalidad irrenunciable, lo que se cuestiona 




Es decir que el servicio público obtiene un papel de regulador, y abre las puertas 
para que algunos de los servicios, tales como energía eléctrica, correo, 
telecomunicaciones y otros que tradicionalmente estaban configurados como 
monopolios públicos que el Estado gestionaba directamente, pasa a convertirse en 
mercados en los que actúan en un régimen competitivo empresarios, bien públicos 
o privados, pero que actúan en todo caso como empresario privado, en 
persecución de beneficios económicos, sin que esto suponga que el Estado valla a 
renunciar a su intervención sobre estos sectores. 
 
La intervención del Estado se traduce en que exista una autentica competencia en 
los mercados, tratando de lograr una mayor satisfacción de los intereses 
generales. En conclusión se puede decir que en esta etapa final de la evolución 
Europea el servicio público se caracteriza por ser prestado en mercados en parte 
competitivos, sometidos tan solo a obligaciones puntuales de servicios público y 
prestado por empresarios que actúan en persecución de un simple interés 
económico. 
 
1.1  Antecedentes históricos de la regulación de los servicios públicos en 
Nicaragua 
 
Penetrando más al tema de la formación histórica del sistema de servicios 
públicos en Nicaragua, podemos empezar diciendo que el 24 de junio de 1823 se 
instauro la Asamblea Nacional Constituyente, en la ciudad de Guatemala. Tiempo 
después en 1826 se pronuncia la Constitución Política del Estado de Nicaragua, 
en donde se establece asegurar la felicidad y prosperidad del Estado, que consiste 
en el perfecto goce de los derechos del hombre y del ciudadano. 
 
El 11 de mayo de 1835 se dicta el primer reglamento para el gobierno interior de 
los departamentos en donde se establecen ciertos puntos tales como: que los 
municipios estarán a cargo de la construcción y composición de calles y caminos, 
 
 
seguridad y orden público,  construcción y conservación de caminos rurales y 
ornato, etc. 
 
Luego de la independencia de España, y una vez promulgada la constitución 
federal, Centroamérica cae en un Estado de anarquía  política y social (Navarro, 
2007) resultando imposible improvisar una nueva burocracia, especialmente por el 
alto grado de analfabetos. 
 
Debido a estos acontecimientos el esfuerzo liberal  de organizar  la vida política e 
institucional  en la región centroamericana conforme patrones institucionales y 
económicos distintos a lo heredados por las colonias fue un fracaso. Fracasado el 
proyecto de la Federación Centroamericana, transcurrió el periodo conservador 
que aspiraba ser un gobierno fuerte y centralizado, estando en contra del dominio 
institucional que los liberales trataron de imponer  por la fuerza (Navarro, 2007). 
 
En la Constitución de 1858 los conservadores le dieron un giro distinto a la 
constitución anterior ya que pensaban que el progreso solo se lograría por medio 
de la introducción de las infraestructuras y los servicios públicos básicos 
(telégrafo, locomotora, educación pública, etc.) dándose especial interés en la 
educación por lo que se contemplaba como instrumento esencial para el cambio 
del Estado.  Para poder lograr este objetivo se fundaron los institutos nacionales 
de León y Granada y el colegio de señoritas en el año de 1861, así mismo en 
1879 se mandó a establecer dos universidades públicas en León y Granada 
(Decreto por el que se establece una universidad en León y otra en Granada y se 
dispone el modo como deben regirse, 1888). 
 
Declarándose en 1879 la educación obligatoria. Establecieron impuestos en los 
departamentos con el fin de llenar el déficit del presupuesto de la enseñanza 





También era importante para los conservadores el progreso material, garantía del 
orden y la paz, por lo que en esa época se establecieron y mejoraron los caminos 
(Pereira, 1992) el servicio de cañería, el cable submarino, el ferrocarril, etc. 
 
Todas las obras públicas que se hicieron en este periodo se realizaron con el 
propósito de dotar de infraestructuras al país, y están estrechamente relacionados 
con el fundamento del sistema social y económico. En este momento ni 
posteriormente se utiliza el concepto de servicio público sino de obra ´púbica, 
como sinónimo de satisfacer una necesidad o de ejecutar algo, es decir una 
necesidad pública del Estado (Navarro, 2007). 
 
Luego de los gobiernos conservadores les siguió uno de tendencia liberal, que 
realizo un sinnúmero de reformas congruentes con el medio y las necesidades 
pero contradictorias y frustradas, debido a que no lograron establecer un orden 
político ni un proceso económico duradero. 
 
 En la nueva constitución “libérrima 1893” se le dedica un título entero (XVIII) al 
gobierno municipal, y es el 15 de junio de 1894 que se promulga una Ley orgánica 
de Municipalidades, dicha ley establece sobre el servicio público: Organizar y 
reglamentar debidamente el servicio de alumbrado público, enajenación de los 
bienes por motivos de utilidad pública, etc. Podemos darnos cuenta que se dan 
muchos logros  tales como la consolidación del Estado Liberal legitimación de un 
Estado centralizado, pero al mismo tiempo excluyente (Navarro, 2007). En lo 
Económico, se construyó un modelo agroexportador dependiente, basado en dos 
cultivos de exportación: el café y el banano. 
 
Sin embargo todo esto queda atrás debido a las presiones exteriores en tono al 
canal interoceánico y por las constantes ambiciones de extender el poder en 
Centroamérica. Como nos pudimos haber dado cuenta el proceso de 
consolidación de un sistema de servicios público sufre desde sus orígenes en 




En fin después de haber planteado el origen de los servicios públicos y el del 
derecho de consumo hemos podido notar que son comunes en lo que concierne a 
sus antecedentes ya que vienen de la mano el consumidor y el servicio público, 
uno a través de la búsqueda de su seguridad y el bienestar, mientras que el otro 
por una búsqueda de un mejor desarrollo para poder abastecer y cumplir con 
todas exigencias que se le presentan en razón de demanda de la población. 
 
1.2   Concepto de Consumidor y Servicios Públicos 
 
Diversos tratadistas coinciden en afirmar que: La razón que justifica el derecho del 
consumo, es la situación de subordinación que tienen los consumidores en el 
mercado o la situación de inferioridad en que se encuentran los consumidores en 
el mercado (Orue Cruz, 2003). 
 
En las leyes de servicios públicos y la ley de defensa del consumidor, se 
encuentran establecidas distintas formas para identificar tanto al consumidor, 
como al proveedor, pudiendo causar confusión de términos en la ciudadanía. 
 
Dichos términos utilizados son: consumidores, usuarios, proveedores y 
prestadores. Por lo que estableceremos los distintos conceptos planteados por 
diferentes autores que han establecido su criterio sobre estos términos.  
 
Cabanellas, define al consumidor, usuario, cliente y proveedor de la siguiente 
manera (Cabanellas G. , 1977):  
 
“Consumidor: es cualquiera que consume, en las distintas acepciones verbales de 
consumidor. En el ámbito económico, tanto como adquiriente, en oposición al 
productor, industrial o comerciante aun cuando no asimile o gaste materialmente”. 
 
“Usuario: es el titular del derecho real de uso. En derecho administrativo es quien 
por concesión gubernativa o por otro justo título, aprovecha aguas derivadas de 
 
 
una corriente pública. El que usa ordinaria o frecuentemente una cosa o un 
servicio” (Cabanellas G. , 1977). 
 
“Proveedor: es el encargado de la provisión, abastecimiento de fuerzas militares, 
establecimientos públicos, colectividades, y otros centros de gran consumo” 
(Cabanellas, 1977). 
 
Según valleta, define como: 
 
“Consumidor: la persona física o jurídica que contrata a título oneroso para su 
consumo final o beneficio propio de su grupo familiar o social, adquisición o 
locación de cosas muebles nuevos destinados a viviendas, incluso los lotes de 
terreno adquiridos con el mismo fin” (Valleta, 2006). 
 
“Usuario: es aquel que usa ordinariamente una cosa. Que tiene derecho a uso de 
a cosa ajena concierta limitación. Quien utiliza o recibe un servicio público”. 
 
Ossorio, expresa que: 
 
“Usuario: es el titular del derecho real de uso. En el ámbito administrativo, define el 
que por concesión u otro título aprovecha de aguas de corriente pública. El que 
usa frecuentemente una cosa o es cliente de un servicio” (Ossorio, 1999). 
“Proveedor: quien realiza una provisión  abastecimiento para cada cliente”. 
 
Considero que de estos conceptos el más acertado a la definición del consumidor 
es, el de Valleta, ya que aparte de establecer las cosas, objetos de consumo, 
también identifica a las personas naturales o jurídicas como consumidores. Y de 
todos los tratadistas el concepto que más se acerca a la definición del proveedor 
es el de Cabanellas, ya que los define como los que abastecen productos de 





Nuestra Ley No. 182 “Ley de Defensa de los Consumidores” en su capítulo I  art. 4 
nos dice, que es consumidor, toda persona natural o jurídica que adquiera, utilice 
o disfrute como destinatario final bienes, productos o servicios de cualquier 
naturaleza, y que es proveedor toda persona natural o jurídica de carácter público 
o privada que desarrolle actividades de producción, fabricación, importación, 
distribución o comercialización de bienes o prestación de servicios a consumidores 
(Ley No. 182, 1994).  
 
Así mismo, las leyes de servicios públicos establecen diferentes términos para 
identificar al consumidor y a los proveedores. 
 
En la Ley General de Agua de Servicios de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario 
(Ley No. 297, 1998), se establecen los términos del: usuario o cliente en el art. 5 
inc. 26 “como la persona natural o jurídica domiciliada en el inmueble que recibe el 
servicio de un prestador de servicio de distribución de agua potable o de 
recolección de aguas servidas; y señala como proveedor de servicios(art. 5 inc. 
10): “ es la persona jurídica, titular o no del derecho de concesión, que opera un 
servicio dentro de un área de concesión según las condiciones que establece la 
presente ley”. 
 
En la Ley de Industria (Ley 272, 1999) se define en el art. 8 inc. 7 al cliente: “como 
el consumidor final de energía eléctrica que es abastecido por un distribuidor 
mediante la firma de un contrato, y en el art. 8 inc. 12 como distribuidor: Es el 
agente Económico que bajo concesión distribuye y comercializa energía eléctrica 
mediante un sistema de distribución. 
Podemos observar que cada ley utiliza diferentes términos para identificar a la 
persona que utiliza un bien o servicio y a los que proveen estos: ocasionando una 
confusión de términos, para aquellas personas que no tienen conocimiento de 




Los términos de consumidor, usuario o cliente tienen semejanzas en cuanto a su 
significado (Casado L. , 2002), ya que estos consumen, compran o usan productos 
o servicios, por tanto se entiende que se usan como sinónimos, sólo que el 
termino usuario es más identificado a los servicios públicos.  
 
Al igual que proveedor y prestador (Casado L. , 2002), son términos que utilizan 
como sinónimos, por lo que abastecen los productos o servicios que son 
consumidos por la población.  
 
El concepto aplicable con respecto a los servicios públicos en lo que concierne a 
Nicaragua a nuestro parecer seria: Toda las actividades, entendidas u órganos 
públicos o privados con personalidad jurídica creados por Constitución o por ley, 
para dar satisfacción en forma regular y continua a cierta categoría de 
necesidades de interés general, bien en forma directa, mediante concesionario o a 
través de cualquier otro medio legal con sujeción a un régimen de Derecho público 
o Privado, según corresponda. 
 
1.3  Características del Consumidor y los Servicios Públicos 
 
De la misma palabra del consumidor, surgen algunas características propias del 
consumidor tales como: 
 
a. Permanentemente está consumiendo bienes, servicios o información. 
b. Necesidad de comprar de forma continúa para satisfacer sus necesidades. 
c. Realiza un proceso de elección. 
 
Con relación a estas características es necesario plantearnos algunas 
interrogantes como las siguientes: ¿Qué voy a comprar?, esto dependerá del 
orden de importancia de satisfacción de sus necesidades, así elegirá el producto 
que necesita más, y dirá ¿lo puedo comprar? Lo que obedecerá a la capacidad 
 
 
adquisitiva que se deriva del ingreso que uno obtenga y finalmente ¿Dónde lo voy 
a comprar? que estará en dependencia de la calidad de los bienes o servicios, de 
la garantía que el proveedor brinde, del precio y todas las condiciones favorables 
en beneficio del consumidor, actividades que realiza con mucha dificultad por 
encontrarse desprotegido jurídica y políticamente hablando, aunque es cierto que 
existen los preceptos legales que le otorgan el derecho de defenderse y 
protegerse (Murillo & Rodriguez, 2002), pero en todo  es palpable el nivel de 
desconocimiento que tienen los consumidores sobre los mecanismos de defensas 
y aun mayor es el bajo nivel económico que tienen para poder activar estos 
mecanismos. 
 
Según la doctrina  y el ordenamiento jurídico que rige los servicios públicos, los 
rasgos más resaltantes  que hemos podido encontrar son: 
 
a. Todo servicio público debe suministrarse con un criterio técnico gerencial y 
con cuidadosa consideración a las funciones del proceso administrativo 
científico: planificación, coordinación, dirección, control y evaluación, tanto en 
su concepción orgánica como en el sentido material y operativo. 
b. Debe funcionar de manera permanente, es decir, de manera regular y 
continua para que pueda satisfacer necesidades de las comunidades por 
sobre los intereses de quienes los prestan.  
c. La prestación del servicio público no debe perseguir principalmente fines de 
lucro; se antepone el interés de la comunidad a los fines del beneficio 
económico de personas, organismos o entidades públicas o privadas que los 
proporcionan. 
d. Generalmente les sirve un organismo público, pero su prestación puede ser 
hecho por particulares bajo la autorización, control, vigilancia, y fiscalización 






1.4  Desventaja del Consumidor y la Tutela Estatal de los Servicios 
Esenciales 
 
Algunas de estas desventajas que podemos sacar a colación en el ámbito del 
consumidor seria la carencia de la facultad de negociación, por lo que nos 
enfrentamos con la realidad que al contratar se nos presentan modelos impresos 
de contratos, los cuales contienen cláusulas de adhesión (Orue Cruz, 2003). Es 
decir aquellos contratos injustos que contienen cláusulas que no permiten tomar 
decisiones, donde solo nos dejan dos opciones, aceptar las disposiciones 
establecidas en el contrato o vernos obligados a rechazarlos. 
 
Así bien una desventaja más a destacar seria el que los consumidores carecen de 
facultad de apreciación, por lo que el consumidor no dispone al momento de 
contratar, de la información técnica, de la formación profesional, de los 
conocimientos necesarios para analizar y determinar las calificaciones y 
características de los bienes y servicios que se ofrecen (Orue Cruz, 2003). 
 
Por lo tanto el consumidor no tiene la capacidad para identificar los problemas que 
presentan los productos y servicios que son dañinos. 
 
Siendo el principal garante territorial el Estado, según la Constitución política, y 
como órgano rector tiene la responsabilidad de establecer las bases jurídicas para 
garantizar la debida protección y defensa de los derechos de los consumidores, es 
nuestra constitución la que constituye el marco fundamental de esta tutela según 
lo que establece el art. 98 y art. 99. 
 
Además, los consumidores deben ser protegidos, no solo frente a la oferta de 
bienes y servicios provenientes el sector privado sin también frente a la 
administración pública así lo establece el art. 105 Cn. que en sus partes 
medulares dice: Es obligación del Estado promover, facilitar y regular la prestación 
de los servicios públicos básicos de energía, comunicación, agua, transporte, 
infraestructura vial, puertos y aeropuertos a la población, y es derecho inalienable 
 
 
de la misma el acceso a ellos, por su parte la ley 182 en su art. 1 y el reglamento 
en su art. 1 disponen que los consumidores deben ser protegidos no solo de las 
empresas privadas sin también de las públicas que distribuyen bienes o prestan 
servicios. 
 
Por lo tanto es deber del Estado garantizar el control de calidad de bienes y 
servicios, y evitar la especulación y el acaparamiento de los bienes básicos de 
consumo.  Pero a pesar de lo que establece la constitución y preceptos legales, es 
el Estado el primero en olvidarse de su deber como garante de los derechos de los 
consumidores y esto puede observarse en los diferentes servicios básicos como 
son: agua potable y luz eléctrica que constantemente registran un aumento 
desproporcional a la capacidad adquisitiva de los consumidores y el Gobierno se 
mantiene en un absoluto silencio. 
 
Los consumidores tienen derecho a reclamar ante el Estado por ser este el 
principal garante de los derechos de toda la sociedad nicaragüense y por lo tanto 
de los consumidores, tiene la responsabilidad de garantizarles que tanto en la 
adquisición de bienes, así como de servicios, sean estos de la mejor calidad, de 
tal forma que no sean afectados ni en su salud, ni en su seguridad, ni en su interés 
económico según el art. 105 párrafo 1 y 4 de la constitución. Por otro lado el art. 
52 Cn. establece el derecho a reclamar a los poderes del Estado por parte de los 
ciudadanos. 
 
El Estado aunque no sea el distribuidor de los bienes y servicios, pero de acuerdo 
a lo antes mencionado es a él a quien le corresponde velar por la prestación y 
calidad de los mismos, a través de todas sus instituciones orgánicas presta 
servicios y por lo tanto al momento que los consumidores adquieren un bien o un 
servicio que no cumpla con el fin para el cual fue adquirido entonces tienen todo el 
derecho a reclamar su inconformidad ante las instancias correspondientes y tienen 
todo el derecho a ser oídos y que se les dé respuesta lo más pronto posible así 




Es importante mencionar que el Estado no adquiere responsabilidades penales en 
este tipo de situaciones, pero si puede adquirir responsabilidad administrativa y 
por las cuales si tendría que responder ante los consumidores porque también el 
Estado necesita medios de ser controlado y a través de los cuales se haga 
responsable por su actos y en este aspecto al no existir un sistema de reclamación 
regulado por la ley de defensa de los consumidores los mismos tendrían 
necesariamente que hacer uso de la vía de lo contencioso administrativo, lo cual a 
nuestro juicio personal es más dificultoso debido a que esa vía tiene un monto 
económico elevado y además carga con un excesivo formalismo1. 
 
Sin mencionar que fueron declarados más de treinta artículos de esta ley 
inconstitucionales, artículos que formaban parte de la estructura de los Tribunales 
Contenciosos Administrativo de la Ley No. 350, es decir que no hay acceso a la 
justicia en el ámbito contencioso administrativo, debido a la Sentencia No 40 
emitida por la CSJ, por ir en contra de lo que establece la Cns. 
 
Dejando al consumidor desprotegido cuando tenga que realizar un reclamo al 
Estado porque desde el punto de vista económico le sería imposible acceder a 
ella, es por ello que la ley 182 plantea en su art. 12 inciso j que los consumidores 
tienen derecho a reclamar a las instituciones del Estado la negligencia por los 
servicios públicos prestados y que hayan producido un daño directo al 
consumidor.   
 
Cabe señalar que en nuestro país los servicios que más causan daños directos a 
los consumidores son los de agua potable, luz eléctrica y teléfono que 
constantemente con las exageradas alzas que experimentan están violentando 
sus derechos y por lo tanto es al Estado al que le toca intervenir en cuanto a las 
                                                 
1 Existe también la responsabilidad civil subsidiaria del Estado, esto según el art. 126 CP, que plantea  que si 
existiere responsabilidad civil en el caso que se vincula este deberá dirigirse simultáneamente contra la 
administración o ente público presuntamente responsable del daño. Exigiendo la responsabilidad del Estado 
ante la jurisdicción contenciosa administrativa.  
 
 
políticas tarifarias a establecer a través de sus entes reguladores y evitar a lo 
inmediato la sobre facturación dada por las empresas distribuidoras del servicio. 
 
2  Del Derecho del Consumidor en Nicaragua  
 
Antes que todo debemos definir la palabra Derecho es por ello que el Diccionario 
(Diccionario Enciclopédico Universal, 1999) lo define como el conjunto de 
principios, preceptos y reglas a los que están  sometidas las relaciones humanas 
en toda sociedad Civil, a cuya observancia pueden ser compelidos por la fuerza. 
 
En el sentido etimológico Derecho proviene del latín directum (directo, derecho). 
La palabra Derecho puede tener distintos significados en el lenguaje jurídico 
debido a que los conceptos se derivan de acuerdo a la materia en que se pretende 
relacionar. Por ejemplo, se designa el estudiante como estudiante de Derecho o 
Derecho Mercantil, Civil, Penal, Derecho Objetivo o Subjetivo, etc. 
 
El Derecho Subjetivo constituye poder o potestad individua de hacer, elegir o 
abstenerse en cuanto a uno mismo atañe y de exigir, permitir o prohibir a los 
demás; sea el fundamento natural, legal, convencional o unilateral. 
 
El Derecho Objetivo expresa el orden o los órdenes que integran el contenido de 
los códigos, leyes, reglamentos o costumbres, como preceptos obligacionales 
reguladores o supletorios del poder público o del pueblo mismo. 
 
Según lo que plantea el Doctor Ernesto Castillo en su obra Introducción al 
Derecho. El Derecho regula la conducta social del hombre en su convivencia con 
los demás, puede decirse que el derecho es como una pauta que va orientada a 
dirigir las relaciones sociales entre los hombres y que pretende hacer posible la 
vida en sociedad, regulándola y ordenándola de tal manera que sea un elemento 




Según el jurista Benjamín V. El derecho del Consumidor puede ser definido como 
“un conjunto de principios y normas jurídicas que protegen al consumidor en la 
relación de consumo”; su finalidad primordial es compensar la situación de 
inferioridad económica en que se encuentran los consumidores frente a los 
proveedores de bienes y servicios públicos y privados. 
 
Los derechos fundamentales por el contrario son inherentes al ser humano, 
pertenecen a toda persona en razón de su dignidad humana, siendo un núcleo 
básico e irrenunciable del estatuto jurídico del individuo. 
 
Nuestra Constitución política es la norma fundamental de donde se desprenden 
las demás leyes, consigna de manera eficaz y general el principio de protección al 
consumidor en su art. 105, estableciendo la obligación del Estado de promover, 
facilitar y regular la prestación de servicios públicos básicos, así como garantizar 
el control de calidad de bienes y servicios. 
 
Siendo esta la norma de partida de donde se desprenden las demás leyes y al 
contener el principio de protección al consumidor, esto ha permitido la creación de 
algunas leyes que pueden que son objeto de antecedentes del derecho del 
consumidor en Nicaragua, tales como:  
 
La ley de Defensa al consumidor de artículos nacionales de primera (1ra) 
Necesidad en periodos de Escasez en el año 1955, publicada el 16 de junio de 
1955 No 154. Esta ley establece la obligación del Estado de publicar los bienes o 
productos que se encuentran en escasez. La ley de Defensa de los 
Consumidores, publicada el 28 de febrero de 1980, Decreto No 323, en la que se 
fijan o congelan los precios de los productos básicos. La ley de Defensa de los 
Consumidores, publicada el 3 de julio de 1984, Decreto No. 1466 y su reglamento, 
Decreto No. 1485 del 10 de julio de 1984, esta le y viene a derogar la ley de 1980. 
La ley de Regulación del Comercio y Defensa de los Consumidores, publicada el 2 
 
 
de octubre de 1985 y su reglamento publicado el 24 de diciembre de 1985. 
Derogando la anterior ley. 
 
Estas dos últimas leyes tenían como objetivo establecer los precios de los bienes 
básicos y la aplicación de sanciones a los comerciantes que no cumplieran. 
 
En el ámbito internacional (Humanos, 2003), se encuentran con el apoyo de: 
 
• El pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales 
(Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Protocolo de San 
Salvador). 
• La Convención Americana de Derechos Humanos “Pacto de San José”. 
• Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. 
 
Estos documentos respaldan el derecho a recibir los servicios de salud, 
educación, la adquisición de bienes y servicios públicos de agua, electricidad, 
teléfono y transporte. 
 
Pero fue hasta en los años 90 que nace, por iniciativa de los diputados, la Ley No. 
182 “Ley de Defensa de los Consumidores”, publicada el 14 de Noviembre de 
1994. Pero fue hasta en 1999 que se reglamentó, seguramente por el poco interés 
que se puso en ella y por la carencia de instituciones capacitadas para efectuar la 
labor. 
 
2.1   Derecho de los Consumidores  
 
El presidente de Estados Unidos John Kennedy, el 15 de marzo de 1962, definió 




a. Derecho a la Seguridad, en donde el consumidor recibirá los productos o 
servicios seguros; debido a que este no tiene posibilidades para prevenir 
problemas que sólo pueden ser detectados por medio de análisis de laboratorio. 
b. Derecho a la Información, debido a las complejidades del mercado lo que 
dificulta a los consumidores obtener un  conocimiento preciso de los productos 
o servicios ofertados. Por lo tanto debe de informársele al consumidor sobre la 
calidad, composición, precios, fecha de vencimiento, riesgos por utilizar el 
servicio, así como cualquier otra contradicción. 
c. Derecho a la elección, referido a evitar el monopolio y el mercado agresivo para 
así poder evitar que los consumidores ser vean limitados a poder elegir 
libremente. 
d. Derecho a ser Escuchado, significa que los derechos de los consumidores 
pasarían a ser considerados en la elaboración de las políticas gubernamentales 
y también en procedimientos regulatorios establecidos en la Ley. 
 
Ahora bien la LDC, estipula derechos, deberes y obligaciones tanto para los 
consumidores como para los proveedores y prestadores de Servicio, sean estos 
públicos o privados, los cuales se exponen a continuación. 
 
En el art. 12 de la LDC, señala que son derecho de los Consumidores: 
 
a) Protección de la Salud y Seguridad en el consumo de bienes y servicios 
b) Educación para el consumo 
c) Una educación veraz, oportuna, clara y adecuada sobre los bienes y 
servicios disponibles en el mercado 
d) Una trato equitativo y no abusivo por parte de los proveedores de bienes y 
servicios 
e) Una reparación integral, oportuna y adecuada de los daños y perjuicios 
sufridos y que sean responsabilidad del proveedor 




g) Asociarse y constituir agrupaciones de consumidores 
h) Reclamar a las instituciones del Estado la negligencia por servicios públicos 
prestados y que hayan producido un daño directo al consumidor etc. 
 
2.2 Obligaciones de los Proveedores 
 
En la LDC también se establecen ciertas obligaciones para los proveedores de los 
cuales podemos mencionar los siguientes: 
 
a) Deben brindar al consumidor información veraz, clara y suficiente sobre la 
composición, finalidad y aditivos utilizados 
b) Dar a conocer la fecha de producción y vencimiento del producto 
c) Brindar las indicaciones e instrucciones para el uso de un bien o servicio, así 
como las advertencias, riesgos e incompatibilidad con otros productos (art. 13). 
d) Los proveedores de servicios deben de tener un tarifa adecuada a la clase de 
los mismos (art. 14). 
e) Deben indicar el monto del precio en moneda nacional (art. 15). 
f) El idioma que tienen que usar en los datos que ostenten los productos es el 
Español. 
g) Es obligación de los proveedores extender factura o constancia por la venta de 
bienes o servicios. 
 
3  Obligación de los Proveedores de Servicios Públicos, según la ley 
que regula los servicios de Agua Potable y Luz Eléctrica, Ley No. 272 y 
Ley N 297 
 
Existen otras leyes distintas de la LDC, que confiere a los consumidores y a los 
proveedores derechos y obligaciones, estas leyes son las que regulan la 
prestación de servicios básicos (Ley No. 297 , 1998), (Ley No. 272 , 1998) , 
regulan la distribución, comercialización y transmisión de estos servicios, tanto a 
los prestadores como a los entes reguladores, de manera que sus actividades no 
 
 
perjudiquen los derechos de las personas naturales o jurídicas, como usuario o 
consumidor. 
 
Sus objetivos son propiciar la adecuada y eficiente prestación de los servicios, 
cuidando su calidad y cobertura. De manera general a continuación describiremos 
las obligaciones, deberes y derechos de los prestadores de servicios ya 
mencionados. 
 
3.1  Obligación del proveedor según lo dispuesto en la ley de 
servicio de agua potable y luz eléctrica. 
 
 
A) Cumplir con disposiciones administrativas y técnicas que emite el ente 
regulador. 
 
B) Dar a conocer las tarifas, planes de mejoramiento  con el fin de que el usuario 
tenga conocimiento general sobre la prestación del servicio. 
 
C) Informar a los usuarios sobre los cortes programados. 
 
 
D) Atender en tiempo y forma los reclamos hechos por usuarios. 
 
E) Colaborar y apoyar a las autoridades en caso de emergencia, que tengan 
relación con la prestación de los servicios de luz y agua. 
 
 






3.2 Obligación del consumidor en relación con su proveedor según las 
leyes de servicio de agua y luz eléctrica 
 
 
A) Mantener en buen estado los bienes de la concesionaria, de manera que no 
representen ningún peligro para la seguridad de las personas. 
 
B) Pagar en tiempo y forma el cargo tarifario facturado. 
 
 
C) Permitir el acceso al inmueble, en caso de lectura del medidor o bien para 
reparación, inspección u corte del suministro di fuere necesario. 
 
D) Notificar al concesionario de cualquier desperfecto que se detectare en las 
conexiones o instalaciones a su cargo. 
 
 

















CAPITULO II: PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN POR ALTA 
FACTURACIÓN EN LOS RECIBOS DE AGUA POTABLE Y LUZ ELÉCTRICA 
 
Este capítulo consiste en orientar al consumidor en las distintas vías que hay para 
poder llevar acabo la interposición de un reclamo o demanda ya sea ante la 
empresa distribuidora del servicio, su ente regulador o la dirección de defensa del 
consumidor como una instancia alternativa a las respuestas dadas por las otras 
dos instituciones. Aquí abordaremos el procedimiento a seguir para poder llevar en 
tiempo y al lugar correspondiente el daño que siente  que lo agravia con respecto a 
las altas facturaciones en los recibos de agua  potable y luz eléctrica, así como 
también dar a conocer quiénes son, que es lo que hacen, cuál es su objetivo y dar 
a conocer  la realidad del proceso planteado en sus leyes y normativas. 
 
1. Instituciones nacionales de defensa al consumidor 
 
En Nicaragua existen distintas instancias a las cuales los consumidores pueden 
abocarse para recibir ayuda, cuando estos se sientan violentados por algún 
proveedor de servicio público o privado las cuales brindan respuesta a sus 
inquietudes y tratan de dar soluciones lo más pronto posible. 
 
Cabe mención que algunas de estas instituciones serán abordadas en este 
presente trabajo monográfico, tales como Dirección de Defensa del Consumidor y 
el Consejo Nacional para la Defensa de los Consumidores. 
 
1.1 Dirección de Defensa del Consumidor 
 
Como breve reseña histórica hay que decir que por primera vez en marzo de 
1993, se crea la Oficina de Protección del Consumidor (OPC) por disposiciones 
internas organizativas del Ministerio de Economía y Desarrollo (MEDE). En 1995 
se crea la Dirección de Derechos del Consumidor (DDC) por disposición interna 
del MEDE. En Marzo de 1997 la OPC se subordina a la DDC  y esta última 
 
 
responde a la Dirección General de Comercio Interno (DGCI) producto de una 
reorganización interna del MEDE.  
 
En septiembre de 1998 a través de la Ley 290: “Organización y Procedimientos del 
Poder Ejecutivo”, desaparece la DGCI y surge la Dirección de Defensa del 
Consumidor (antes Dirección de Derechos del Consumidor). Subordinada a la 
Dirección General de Competencia y Transparencia en los Mercados (DGCYTM), 
es esta la entidad gubernamental facultad para hacer cumplir y velar por el 
cumplimiento de la defensa de los consumidores. 
 
Una de sus principales actividades es conocer y resolver las demandas y 
denuncias contra los proveedores de servicios y aplicar lo establecido en el art. 34 
de la LDC. A su vez el reglamento de LDC le confiere funciones a esta institución 
en su art. 6 tales como: elaborar políticas y trabajos de programas anuales para el 
logro de sus objetivos, establecer un registro de Asociaciones de Consumidores 
sin fines de lucro, controlar la ejecución de fondos que le son otorgados por el 
Ministerio, entre otros. 
 
Está conformada por cuatro departamentos quienes trabajan en consunto los 
cuales son: 
 
a) Departamento de Asuntos del Consumidor: estos reciben las quejas, 
denuncias y demandas que le presenta el público y les da curso. 
 
b) Departamento de Instrucción de Proceso: quienes abren el periodo 
probatorio y dictan resolución. 
 
c) Departamento de Verificación y Control: en cargados de dar seguimiento a 
los precios máximos de los medicamentos para el público, estudia el 
comportamiento de la canasta básica mensualmente y realiza un muestreo 
 
 
en los mercados y supermercados sobre la calidad de los productos 
alimenticios. 
 
d) Departamento de Divulgación y Educación al consumidor : este 
departamento tiene como misión la educación del consumidor a través de 
una información veraz, oportuna, clara y adecuada sobre los bienes y 
servicios disponibles en el mercado, así como dar a conocer, elaborar y 
distribuir informes al consumidor a través de la revista Consumidor, o 
mediante la elaboración de votantes. 
 
Las instalaciones de la DDC están ubicado costado Este del Hotel Intercontinental 
Metrocentro, con números 22614551. 
 
1.2 Consejo Nacional para la Defensa de los consumidores 
 
 
El Consejo Nacional para la Defensa de los Derechos de los Consumidores 
(CONADECO), es la instancia administrativa de naturaleza consultiva de la DDC; 
cuya función principal es la Promoción y Defensa de los Consumidores en todo el 
Territorio Nacional. 
 
Quien está conformado de la siguiente manera: El Director General de la Dirección 
General de Competencia y Transparencia en los Mercados del MIFIC, un 
Delegado de la Asociación de Municipios de Nicaragua (AMUNIC), dos Delegados 
seleccionados de las Asociaciones de Consumidores que estén conformadas de 
manera permanente, y que cumplan con los requisitos establecidos de 
conformidad con el Capítulo X del presente Reglamento de la Ley 182. 
 




1) Elaborar propuestas de políticas y programas de trabajo para la promoción de 
los derechos de los consumidores, y someterla a consideración del  MIFIC  para  
su aprobación e implementación.  
2) Gestionar ante el MIFIC y los Gobiernos Municipales la conformación  inmediata 
de las estructuras administrativas necesarias en los municipios del país, para la 
aplicación eficiente de la Ley y del presente Reglamento. 
3) Organizar campañas educativas y de información  vinculadas con el consumo 
de bienes y servicios, dirigidas a los consumidores. 
4) Brindar apoyo y asesoramiento a grupos de personas que deseen conformar 
nuevas asociaciones  o grupos privados que trabajen en Pro de los 
consumidores. 
5) Aprobar sus propios estatutos internos para su debida organización y 
funcionamiento. 
6)  Ampliar el número de sus miembros cuando a su juicio lo considere necesario.  
Esta resolución se adoptará por mayoría calificada de los dos tercios de sus 
miembros. 
 
2. Procedimiento para efectuar reclamos 
 
Cada empresa, ente regulador y la dirección de defensa del consumidor tienen 
una norma que los rige y les establece un procedimiento a seguir,  es por ello que 
a través de estos instrumentos nos podemos dar cuenta de cada tiempo de 
interposición de un reclamo y paso a seguir después de haberse interpuesto ante 
cualquiera de estas instancias, cabe recalcar que para poder llegar a cada una de 
ellas se debe ir agotando la vía administrativa en el siguiente orden: primeramente 
ante la empresa que distribuye el servicio ya sea de agua o luz eléctrica según sea 
el caso, luego de esto ante el ente regulador  y finalmente ante la DDC. El 
agotamiento de esta vía depende del consumidor ya que es él, quien decidirá 





2.1 Procedimiento para hacer efectivo reclamo ante prestador de 
servicios de agua potable y su ente regulador 
 
El instituto nicaragüense de acueductos y alcantarillados (ente regulador), es 
quien nos da la pauta a seguir para el debido proceso de la interposición de un 
reclamo, por medio de la publicación del reglamento de servicios al usuario, así 
como la ley n° 297 “ley general de servicios de agua potable y alcantarillado 
sanitario”. 
 
2.1.2 Reclamo ante ENACAL 
 
La Empresa Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados, ENACAL, es la 
entidad pública que debe implementar la política de aguas para el consumo 
humano y el alcantarillado sanitario, el uso eficiente y racional de las fuentes de 
agua subterráneas y superficiales - destinadas al agua potable que beneficiarán a 
la sociedad en su conjunto. Esta empresa es creada por la Ley n° 276 “Ley de 
Creación de ENACAL”, con el objetivo de brindar servicio de agua potable, 
recolección, tratamiento y disposición de aguas residuales, según el art. 3 de dicha 
ley. 
 
El reclamo de agua potable se hace efectivo  al ser presentado ante las oficinas de 
ENACAL para lo cual el usuario deberá haber cancelado todas las facturas 
anteriores a la que se ha puesto en reclamo por inconformidad, este requisito lo 
impone el reglamento de servicio al usuario en el art. 32.  Posterior  a esto se 
efectuara  una inspección lo más pronto posible en el lugar donde se encuentra el 
servicio reclamado (art. 35 “Reglamento de Servicios al Usuario”). 
 
 Luego se deberá notificar a esta para que realice el pago que se estableció en la 
resolución producto del reclamo, el costo de la factura pudo disminuir pero nunca 
podrá ser mayor de lo reclamado y el pago deberá de realizarse en plazo no 
mayor de quince días. En caso de que el usuario no se encuentre satisfecho con 
la resolución emitida, podrá recurrir ante las oficinas de INAA (ente regulador) para 
 
 
pedir la revisión de su caso para lo cual tendrá un plazo de diez días los cuales se 
contarán desde el momento en que se dictó la resolución art. 39. 
Tenemos que decir que de lo ahora expuesto sobre el procedimiento llevado 
acabo hasta este ciclo, es lamentable tener que decir que la gran mayoría de los 
términos expuestos por el reglamento no es aplicado, y en lo único que si son 
exigentes es en el tiempo en el que el usuario debe de llegar a interponer el 
reclamo, porque si este llegare a pasarse un día más de lo establecido su reclamo 
no es admitido, pero no se dice nada cuando es la empresa la que no cumple con 
los términos.  
 
Son miles de usuarios los que se quejan diciendo que las inspecciones nunca 
llegan a realizarse a sus hogares y si se hacen es pasado varios meses después 
de interpuesta su queja, en donde la gran mayoría recibe una respuesta negativa 
de la empresa por lo que sus resoluciones dicen no ha lugar y páguese lo 
establecido en la factura. 
 
2.1.3 Reclamo ante el ente regulador INAA 
 
El Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados (INAA), es el Ente 
Regulador de la prestación de los servicios de agua potable y alcantarillado 
sanitario en el país. 
 
El INAA es un ente autónomo del Estado que depende jerárquicamente de la 
Presidencia de la República. Fue creado mediante Decreto No. 20, publicado en 
La Gaceta, diario oficial No. 3 del 24 de Agosto de 1979; atribuyéndole las 
funciones de: planear, diseñar, construir, operar, mantener, comercializar y 
administrar los acueductos y alcantarillados del país, para satisfacer las 
necesidades de agua potable y saneamiento de la población, mediante Decreto 





Con la modernización y transformación del Sector, se le atribuyeron nuevas 
funciones de regulador, reformándose su Ley Orgánica, mediante la Ley No. 275 
“Ley de Reforma a la Ley Orgánica de INAA”, publicada en La Gaceta, Diario 
Oficial No. 18 del 28 de Enero de 1998 (Empresa Nicaraguense de Acueductos y 
Alcantarillado Sanitario, 2008). 
 
 
Dentro de las funciones dadas a INAA se pueden destacar: 
 
1) Normar, regular y fiscalizar la prestación de los servicios de agua potable y 
alcantarillado sanitario de acuerdo a la legislación vigente. 
  
2) Desarrollar el Proceso de Adjudicación y Otorgamiento de Concesiones de 
los servicios públicos de agua potable y alcantarillado sanitario. 
  
3) Velar por los derechos y obligaciones de los usuarios de agua potable y 
alcantarillado sanitario. 
  
4) Aprobar, fijar y fiscalizar la aplicación correcta de las tarifas para la 
prestación de los servicios de agua potable y alcantarillado sanitario. 
 
En Cuanto a los recursos de los que cuenta el usuario, tiene la posibilidad de 
recurrir ante el ente regulador INAA para realizar la debida revisión de la 
resolución emitida por el prestador de servicio, el cual deberá dictar una nueva 
resolución en base a la revisión realizada, la cual podrá cambiar o mantenerse en 
la posición de la resolución emitida por el prestador de servicio., para lo cual 
deberá de llenar formato “Solicitud de Reclamo” en original y adjuntar copia de 
toda la documentación que evidencie el caso y que muestre haber interpuesto la 
queja ante la empresa que le brinda el servicio (hoja de inspección, colilla de 
atención debidamente firmada o certificación escrita de haber sido atendido por la 




Una vez interpuesta la queja, se realiza un análisis detallado del caso y se envía a 
su domicilio una inspección de campo, donde se le realizan todas las pruebas que 
se requieran.  También se revisa el cumplimiento de las disposiciones que se 
establecen en la Ley General de servicios de agua potable y alcantarillado 
sanitario y en su reglamento por el prestador o empresa que brinda el servicio. 
 
Los resultados de la queja a favor del usuario o a favor del prestador, se dan a 
conocer a través de Resolución que emite el Ente Regulador, la cual se le  envía 
al usuario, ya sea entrega directa en su domicilio, por vía correo o fax.  Al 
prestador se le envía copia de la Resolución para que sea ejecutada (Instituto de 
Acueductos y Alcantarillados, 2006). 
Para mayor ilustración del procedimiento llevado acabo ante la empresa 
distribuidora y el ente regulador les plasmamos un esquema. 
 
































Satisfactoria Usuario Satisfecho 
Se presenta a INAA con 
documentos que 
evidencien que efectuó 




Llena formulario y 
adjunta documentos 
Se presenta a INAA a 
conocer la resolución 




2.2 Procedimiento para hacer efectivo reclamo ante prestador de servicio 
de luz eléctrica y ente regulador 
 
Para llevar a cabo el proceso de tramitación de un reclamo de luz eléctrica, el 
instituto nicaragüense de energía, dicto una normativa de servicio eléctrico en el 
que se plasma el procedimiento que tiene que seguir un usuario cuando este 
siente que está siendo violentado en su derecho, al recibir facturas alteradas. 
 
Así como también tendremos como punto de apoyo a la ley No. 661 “Ley para la 
distribución y el uso responsable del servicio público de energía eléctrica, en 
donde encontramos el procedimiento a seguir ante el ente regulador, instituto 
nicaragüense de  energía. 
 
2.2.1 Reclamo ante UNION FENOSA 
 
Cuando se establece un reclamo por facturación este debe de ser interpuesto en 
un periodo de 15 días hábiles, a partir de la fecha de recepción de la factura. La 
cual será resuelta por dos vías administrativas. La primera instancia en donde la 
empresa deberá de resolver en un plazo no mayor de 5 días luego de interpuesto 
el reclamo, si esta no da respuesta en ese tiempo se tendrá a favor del 
consumidor. Pero si la empresa responde a dicho recamo y aun así el consumidor 
no se siente satisfecho este podrá acudir a la segunda instancia ante la autoridad 
superior de la empresa de distribución quien deberá de resolver en un plazo no 
mayor de 3 días hábiles (art. 7.7.3 “Normativa de Servicio eléctrico”). 
 
Si la resolución no le parece satisfactoria, puede hacer uso del Recurso de 
Apelación y presentarse a las oficinas del INE, dentro de los siguientes diez (10) 
días hábiles a partir de la notificación de la resolución de la autoridad superior de 
la Empresa de Distribución, o a partir del vencimiento del plazo que ésta tiene para 





2.2.2 Reclamo ante el ente regulador INE 
 
A través de su oficina de atención  al cliente, recibirá el reclamo por escrito en el 
cual detallara un informe de los resultados de cada inspección que realice. En esta 
vía administrativa el consumidor podrá interponer el recurso de revisión ante la 
dirección general de electricidad del INE, en un término de quince días hábiles a 
partir del siguiente día de la notificación, resolviéndose en un término de veinte 
días a partir de la interposición del mismo (Ley No. 661, 2008). 
 
Si el consumidor después de recibir la resolución del INE no se siente satisfecho, 
este podrá interponer un recurso de apelación ante el mismo órgano que dicto el 
acto en un término de seis días, quien remitirá el informe al consejo directivo del 
INE en un término de diez días, según el art. 17 inc. 2 de la ley no. 661. Este 
deberá de resolver en un término de treinta días a partir de su interposición 
agotándose así la vía administrativa. 
 
Según el art. 3.8.6 NSE el INE deberá de extender una constancia en donde 
garantice al consumidor que no se le corte el suministro del servicio eléctrico, 
mientras no se emita una resolución. 
 












































ante la concesionaria 
15 días hábiles después 
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resolución 
20 días hábiles para 
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remisión.
6 días hábiles para 
presentar el recurso de 
apelación 
Consejo de Dirección 
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2.3 Procedimiento de reclamo ante la Dirección de Defensa del 
consumidor   según reglamento 
 
La dirección de defensa del consumidor es un mecanismo alternativo a los 
problemas que tienen los consumidores ante negativas que le son dadas por las 
instancias anteriores, por lo que deben de agotar primeramente la vía 
administrativa del servicio que están reclamando, para poder optar a esta 
dirección. 
  
2.3.1 Reclamo ante la Dirección de defensa de los consumidores 
 
La interposición de la demanda ante esta dirección se tiene que hacer en un plazo 
de diez días luego de ser notificados de la resolución emitida por el ente regulador, 
si esta cumple con los requisitos exigidos por el art. 15 de la ley no. 182, se 
procederá a dar trámite. El departamento de asuntos al consumidor se encargada 
de notificar en un plazo de 24 horas a la parte demandada, quien deberá contestar 
y asistir al trámite conciliatorio en un plazo de cuarenta y ocho horas luego de 
notificado mediante cedula, de no comparecer la empresa demanda ni contestar 
por escrito se le citara por segunda y última vez. 
 
En la segunda cita la empresa tiene que contestar ya sea por escrito o en persona 
de no hacerlo se le declara confeso según los dispuesto en el art. 20 de la ley no. 
182. Cabe recalcar que en lo concerniente a estos trámites conciliatorios por lo 
general la empresa nunca llega al trámite, siempre contestan por escritos las 
demandas interpuestos contra ellos. 
 
Si ambas partes, llegan a un acuerdo entonces se cerrara el expediente mediante 
un auto que emitirá el funcionario administrativo, de ser negativa la respuesta, se 
procederá a la apertura del periodo probatorio en un término de 24 horas, donde 
 
 
las partes tendrán ocho días para poder alegar todo lo que tengan a bien y 
presentar documentos que fundamenten su postura. 
La DDC resolverá lo que en derecho corresponda en un plazo de tres días hábiles, 
notificando a las partes de su resolución, pudiendo apelar de esta ante el Ministro 
de Fomento, Industria y Comercio en un plazo de dos días, el Ministro tendrá tres 




































Procedimiento según lo establecido en el reglamento de la Ley 182 
La DDC verifica si la Demanda cumple los requisitos previos 
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*El demandado tiene un plazo de 48 horas para contestar 
No contesta Contesta 
Se declara confeso 






Pruebas 8 días 
Sentencia en 
un plazo de 3 
días 
Apelación ante el 




2.4 Procedimiento Judicial 
 
Como todos sabemos luego que se agotan las vías administrativas y ni aun así 
hemos podido quedar satisfechos con las resoluciones emitidas por los distintos 
organismos a través de sus funcionarios administrativos, es ahí cuando podemos 
accionar la vía judicial en este caso tocaremos dos de ellos como lo son el 
procedimiento del recurso de amparo y el procedimiento de lo contencioso 
administrativo , en relación con el tema que se discute en el presente trabajo 
monográfico para poder así abarcar todas las áreas a las que un consumidor 
puede acudir en materia de servicios básicos. 
 
2.4.1 Procedimiento del recurso de amparo 
 
 
El recurso de amparo procede en contra de toda disposición, acto o resolución y 
en general, contra toda acción u omisión de cualquier funcionario, autoridad o 
agente de los mismos que viole o trate de violar los derechos y garantías 
consagrados en la constitución, todo esto según el art. 3 de la ley de amparo. 
 
Este recurso se interpondrá ante el Tribunal de Apelaciones, o ante la sala para lo 
civil de los mismos la cual se divide en salas, quien conocerá de las primeras 
actuaciones hasta la suspensión del acto, correspondiendo a la Corte Suprema de 
Justicia el conocimiento ulterior hasta la resolución definitiva. 
 
El recurso de amparo se interpondrá dentro de los treinta días, contados desde su 
notificación sobre la resolución u acto que lo agravia (Ley No. 49, 1988), este 
podrá interponerse por escrito en papel común con copias suficientes para las 
autoridades señaladas como responsables y la Procuraduría General de Justicia. 
 
Si el escrito contiene omisiones el tribunal de apelaciones mandara a subsanar en 
un plazo de cinco días, si el agraviado no lo hiciere entonces el escrito se tendrá 
 
 
por no puesto (art. 28 Ley No. 49). Interpuesto el recurso se pondrá en 
conocimiento de la PGJ, acompañándole copia del recurso. El tribunal  dentro de 
tres días, de oficio o a solicitud de parte, deberá decreta la suspensión del acto 
contra el cual se reclama (art. 31 Ley No. 49). 
 
Luego de esto el Tribunal pedirá a los señalados como responsables, envíen 
informe a la Corte Suprema de Justicia, dirigiéndoles oficio por correo en pieza 
certificada, con aviso de recibo, o por cualquier otra vía que el tribunal vea más 
expedito. El informe deberá rendirse dentro del término de diez días contado 
desde q reciban el correspondiente oficio, con él se remitirán las diligencias de 
todo lo actuado. 
 
Resuelta la suspensión del acto, se remitirán lo autos en el término de tres días a 
la CSJ para la tramitación correspondiente, previéndole a las partes que deberán 
personarse dentro del término de tres días hábiles, más el de la distancia, sino lo 
hicieren se declarara desierto el recurso. 
 
La CSJ dará curso al amparo luego de recibido los autos, dándose intervención en 
las actuaciones a las personas que interponen el recurso y contra quienes se 
dirija, así como a la PGJ y a todos los que puedan afectar la resolución final. 
 
Si el tribunal no encontrase datos suficientes para resolver el amparo, entonces 
abrirá a prueba por el término de diez días, siendo admisible cualquier clase de 
prueba y podrá recabar de oficio otras que considere conveniente. La sentencia se 
dictara dentro de los cuarenta y cinco días posteriores a la recepción de las 
diligencias, esta deberá ser comunicada por oficio dentro del término de tres días. 
 





2.4.2 Procedimiento de lo Contencioso Administrativo 
 
La jurisdicción de lo contencioso-administrativo, de acuerdo con la Constitución 
Política de la República y el ordenamiento jurídico, conocerá con potestad 
exclusiva de las pretensiones que se deduzcan en relación con los actos, 
resoluciones, disposiciones generales, omisiones y simple vía de hechos, así; 
como en contra de los actos que tenga que ver con la competencia, actuaciones y 
procedimientos de la Administración Publica, que no estén sujetos a otra 
jurisdicción (Ley No. 350, 2000). 
 
Existen varios conceptos  sobre la jurisdicción de lo contencioso administrativo, 
dentro de los más destacado está el que “es aquella que se encarga de resolver 
los conflictos jurídicos surgidos por la vulneración de los derechos de las personas 
naturales o jurídicas por parte de la Administración Pública ya sea está de orden 
nacional o de una circunscripción determinada, cuando actuando con potestad 
pública haya cometido dicho acto”. 
 
30 dias para interponer 
recurso
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El tribunal dentro de 5 
dias, de oficio o a solicitud 
de parte mandara a 
suspender el acto  contra 
el q se reclama art. 31
El tribunal solicitará envíen 
informe a la CSJ dentro del 
termino de 10 días.
resuelta la suspencion del 
acto, remitiran los autos 
en el termino de 3 dias 
ante la CSJ
Las partes tienen 3 días 
para personarse de lo 
contrario se declara 
desierto el recurso
Se abrirá a prueba por el 
termino de 10 días
La sentencia se dictara 
dentro de 45 días 
posteriores a la  recepción 
de las diligencias
Se comunicara por oficio la 




Ahora bien para poder ejercer la acción contenciosa es necesario agotar la vía 
administrativa, si el agraviado cumple con este requisito, entonces podrá 
interponer su demanda dentro de sesenta días, a partir del siguiente día de 
notificado la resolución. 
 
El procedimiento iniciara en el momento que el tribunal de Apelaciones reciba la 
demanda remitida por los juzgados de distritos correspondientes o con la 
presentación del escrito ante la sala de lo contencioso administrativo. La Sala de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal respectivo, conocerá de las primeras 
actuaciones y diligencias, de la suspensión del acto, recibirá las pruebas y 
resolverá sobre la demanda mediante sentencia. 
 
La demanda deberá de ir acompañada por documentos que fundamenten su 
derecho, si esto no es así entonces se mandara a subsanar los defectos en un 
plazo de diez días, la Sala respectiva del Tribunal dentro de tercero día, citará al 
demandante y a la Administración Pública para celebrar el trámite de mediación 
previa que señala el artículo 94 de la Ley Orgánica, del Poder Judicial de la 
República de Nicaragua. 
 
Agotada la mediación, la Administración Pública será emplazada por medio de la 
notificación de la demanda (art. 56 Ley 350) a la Procuraduría General de Justicia 
de la República, o al representante legal del órgano demandado, de conformidad a 
lo establecido en el artículo 32 de la presente Ley y deberá personarse dentro del 
plazo de seis días que al efecto se le concederá. En caso de no hacerlo se le 
declarará rebelde. 
 
De no producirle el avenimiento en la diligencia de mediación se mandara a 
publicar al siguiente día hábil, esto con el objeto de emplazar a las partes en cuyo 
beneficio se derivaren derechos y a los coadyuvantes, quienes podrán personarse 





 Publicada la demanda, la Sala respectiva del Tribunal, dentro de tercero día, 
requerirá a los funcionarios responsables del acto impugnado para que le envíen 
el expediente administrativo completo (art. 60 Ley 350), el expediente deberá de 
llegar a más en un plazo de diez días. 
 
Recibido el expediente administrativo, el Tribunal dará un plazo de diez días al 
demandante para que lo examine y pueda pedir que se complete con los informes 
y documentos que la Administración no hubiere incluido o enviado, podrá hacer 
uso de este derecho mientras no haya concluido el periodo probatorio. En el 
escrito de la demanda se podrá solicitar la suspensión del acto, y el tribunal se 
pronunciara dentro del tercero día. 
 
Las partes podrán solicitar copia del expediente para poder contestar la demanda 
dentro de un plazo de veinte días, Los demandados y coadyuvantes podrán, 
dentro de los primeros diez días del plazo concedido para contestar la demanda, 
interponer únicamente las excepciones de 26 previo y especial pronunciamiento 
fundadas en los motivos que podrían determinar la inadmisibilidad de la acción, 
falta de legitimidad e incompetencia, litispendencia y falta de agotamiento de la vía 
administrativa. 
 
Vencido el plazo de contestación de la demanda y resueltas, en su caso, las 
excepciones previas, la Sala respectiva del Tribunal competente, se pronunciará 
sobre la admisibilidad de las pruebas ofrecidas y pondrá a disposición de las 
partes toda la prueba documental aportada, asimismo señalará fecha y hora para 
la celebración de la vista general del juicio, que deberá ser oral, pública y continua, 
so pena de nulidad. La iniciación de la vista deberá efectuarse dentro de un plazo 
no menor de diez días ni mayor de veinte (art. 77 Ley 350). 
 
Cuando se ha llevado acabo la vista general del juicio, el presidente dará por 
terminado el acto y en ese mismo momento dirá fecha y hora para celebrar una 
 
 
audiencia oral y pública en la que se leerá la sentencia, en un plazo no mayor de 
quince días. 
 
Luego de haber planteado el procedimiento a seguir para la interposición del 
recurso en lo contencioso administrativo es fundamental aclarar que gran parte de 
los artículos de esta ley fueron declarados inconstitucionales por una sentencia 
dictada por la CSJ, en donde más de treinta artículos quedaron sin efecto, por lo 
que la ley No. 350 es inoperante para poder ser una vía de acceso a los 

























Capítulo III: ANALISIS DE LAS RECLAMACIONES ANTE LA DIRECCION DE 
DEFENSA DEL CONSUMIDOR DE USUARIOS DE LOS SERVICIOS DE AGUA 
POTABLE Y LUZ ELÉCTRICA 
 
1. Aspecto introductorio 
 
Para la elaboración de este capítulo fue necesario, el análisis de ciertos 
expedientes en los cuales se pudo observar hechos reales de los ciudadanos 
nicaragüenses en donde manifestaban su inconformidad ante resoluciones 
emitidas por empresas distribuidoras de agua potable y luz eléctrica, así como  
resoluciones de los entes reguladores quienes tampoco encontraron base en los 
fundamentos alegados. 
Es por ello que por medio de este análisis a expedientes representativos del 
sinnúmero de demandas que son admitidas en la DDC, daremos a conocer si el 
procedimiento llevado a cabo por dicha dirección es eficiente o si este cumple con 
los términos que la ley No. 182 le impone al funcionario que está a cargo del 
trámite. 
Según estadísticas dadas por un funcionario administrativo de la DDC, la cantidad 
de demandas admitidas varían según los años, ya que en el año 2004 fueron 1533 
demandas, mientras que en el 2006 bajo a 1303. Trabajando con un personal de 
seis funcionarios en el departamento de asuntos al consumidor, y en instrucción 
de proceso únicamente cuatro funcionarios. 
2.  Análisis de las resoluciones emitidas en la DDC por alta 
facturación en los recibos de Agua Potable. 
 
Para poder realizar un análisis sobre el procedimiento y la aplicación de la norma, 
fue necesario el consultar dos expedientes los cuales ya cuentan con una 
resolución emitida por la DDC, en donde uno de ellos resuelve a favor del 
demandante y el  otro a favor de la empresa.  
El primer expediente no. 1061-2009, cuyo ingreso fue con fecha 16 de abril del 
año dos mil nueve interpuesto por Julio Antonio Solórzano Conde, con motivo de 
 
 
alta facturación en los meses de septiembre, octubre, diciembre del año dos mil 
ocho y enero del año dos mil nueve, solicitando a la DDC que manden a re 
facturar estos meses, según el consumo histórico real. Al observar el expediente 
en la primera etapa del trámite establecido por la ley 182 podemos darnos cuenta 
que este cumplió en tiempo con todo lo mandado según el procedimiento para la 
interposición de la demanda, es decir  interpuso su demanda dentro de los diez 
días que  la ley establece. 
Luego de esto el demandante también acudió a los tramites conciliatorios que le 
son notificados mediante cédula, en donde solo el demandante asistió al trámite 
mientras que la empresa contesto la demanda por escrito, llegando el expediente 
al periodo probatorio, fue aquí donde el demandante evacuó sus pruebas al 
presentar siete facturas anteriores a las que se encontraban en reclamo, 
comprobando que su consumo histórico era menor del que se le había facturado 
en los meses reclamados, es por ello que la DDC en base a las consideraciones 
hechas y a los artos. 1, 2, 3, 12 inc. d) y h),  34, 39 de la Ley 182 y los artos. 4, 24, 
25, 27, 28,  66, 88 y 92 del Reglamento a la Ley 182. 
Se dió a lugar a la demanda interpuesta por el señor Julio Solórzano, y se mandó 
a la empresa de acueductos y alcantarillados a rectificar las facturas 
correspondientes a los meses de septiembre, octubre, diciembre y enero. 
Permitiéndonos comprobar por medio de este expediente, que fue implementado 
el procedimiento que la ley 182 estipula, aunque no con los términos impuestos 
debido a la gran cantidad de demandas que entran y el poco personal capacitado 
que se tiene para poder dar trámite inmediato a dichas demandas.  
El segundo expediente con número 1100-2009, interpuesto por Vilma María 
Mendoza Flores, por los meses de febrero y marzo del año dos mil nueve, en 
donde al igual que el expediente anterior la señora Vilma compareció a los 
trámites con la salvedad de que en el periodo probatorio esta no presento las 
pruebas en el plazo de los ocho días que le manda la ley, y es por esto que la 
dirección se vio sin armas para poder resolver al no haber comprobado la señora 
 
 
los extremos de su demanda, absolviendo de responsabilidad administrativa a la 
empresa.  
Dicho esto podemos concluir que la DDC, actúa según lo establecido en el 
procedimiento, de una manera imparcial únicamente apegándose a derecho, 
resaltando que las debilidades en esta dirección es la falta de personal con el que 
cuenta ya que no dan abasto para las demandas entrantes y esto causa que los 
términos interpuestos en la ley 182, sean más tardíos los cuales llevan hasta 
meses esperando respuestas. 
 
3. Análisis de las resoluciones emitidas en la DDC por alta 
facturación en los recibos de Luz Eléctrica. 
 
 
A como se ha venido mencionando  la DDC, no solo conoce de demandas en 
contra de la empresa distribuidora de agua potable, sino también de energía 
eléctrica el cual es parte fundamental de este acápite, por lo que fue necesario el 
análisis de dos expedientes sobre alta facturación concerniente a luz eléctrica, 
para poder así, determinar el cumplimiento del procedimiento establecido por la 
DDC y el impacto que causa la sentencia No 10 emitida por la CSJ. 
Expediente No. 0199-2010,  demanda presentada por Brian Forde, el veintidós de 
enero del dos mil diez, contra DISNORTE S.A oficina comercial Sébaco, por alta 
facturación en el mes de septiembre del dos mil nueve, ya que el demandante 
expresa que su consumo histórico real es menor al establecido en dicho recibo, 
por lo que pide que se le re facture el mes en reclamo, DISNORTE ante esta 
demandan en ningún momento del proceso hizo presencia, están así que ni 
contesto la demanda por lo que la DDC basado en el art. 20 del reglamento a la 
ley 182, declaro confeso a la empresa procediendo a dictar la resolución 
correspondiente a favor del demandado, mandando a la empresa a que cumpla 
con la r facturación. 
 
 
El siguiente expediente No. 0081-2009 a diferencia del ya mencionado varia en lo 
que respecta  a la contestación de la demanda por parte de la empresa ya que en 
esta ocasión la empresa si contesto alegando que el mes en reclamo es 
improcedente en base a inspección realizadas en campo por personal de la 
empresa, y manifestando que INE tampoco dio lugar al reclamo aduciendo que la 
facturación establecida en la factura es correcta, por lo que la empresa solicitaba a  
la DDC el desestimiento de la demanda. 
La DDC  procedió a la apertura del periodo probatorio a como lo manda el 
procedimiento y fue a través de este que pudieron constatar que en realidad el 
consumo impuesto en la factura no era en realidad el consumo real ya que según 
la realización de la fórmula matemática para saber el consumo del mes en 
reclamo, este fue inferior a lo establecido en la factura por lo que nuevamente se 
manda a  la empresa a re facturar el mes en reclamo. 
Ahora bien es muy cierto que la DDC dicta resoluciones las cuales en su mayoría 
benefician al consumidor, pero son en realidad estas resoluciones acatadas por 
las empresas distribuidoras de luz, pues la realidad de las cosas es que no, ya que 
a raíz de la sentencia dictada por la CSJ, en donde declara inconstitucional el art. 
7.7.2 de la normativa eléctrica, la DDC ha quedado prácticamente sin 
competencia. 
Por lo que la empresa Distribuidora niega competencia a la DDC, debido a que la 
parte final de ese artículo establecía tácitamente que luego de haber agotado las 
dos instancias, este podía recurrir al procedimiento establecido en la ley 182. 
Para poder entender un poco más el impacto de esta sentencia tuvimos que leerla 
y ver si esta cumplía con los requisitos necesarios para poder persistir. 
Recalcando que a nuestro parecer la DDC debería de seguir conociendo sobre los 
casos de luz eléctrica ya que esta mejor que nadie es quien ha venido a lo largo 
del tiempo dando respuesta imparcial al consumidor. 
En nuestro estudio a la sentencia,  a primera vista pudimos darnos cuenta que de 
acuerdo con el Arto. 27 Inc. 5 de la ley Numero 49, Ley de Amparo, “El recurso 
 
 
podrá interponerse personalmente o por apoderado especialmente facultado”.  En 
la práctica el Tribunal de Apelaciones exige el otorgamiento de Poder especial 
para interponer el Recurso de Amparo.  
Pero en el caso del Dr. Vidaurre este comparece como Apoderado General 
Judicial, con  la facultad de poder recurrir de Amparo, dentro de las facultades 
generales especiales del Mandato General Judicial, de donde se colige que no le 
fue otorgado un Poder Especial a su favor para el Acto Jurídico determinado.  En 
consecuencia el Tribunal debió haber mandado a subsanar la omisión por el 
término de cinco días y no admitir el recurso.  Este Recurso en nuestra opinión 
nació viciado y consecuentemente acarrea una Nulidad Perpetua o de Orden 
Público, porque altera la sustanciación y ritualidad del proceso. 
Por lo que el conflicto radica en el artículo NSE 7.7.2 de la Normativa de Servicio 
Eléctrico, la que en su parte in fine señala lo siguiente: “Las Resoluciones de las 
dos instancias anteriores (distribuidora Unión Fenosa e INE) no inhiben al cliente 
del servicio eléctrico. De recurrir a los procedimientos establecidos en la Ley de 
Defensa de los Consumidores (Ley No. 182)”. 
Se alude la inconstitucionalidad de este artículo NSE 7.7.2 en base al artículo 182 
de Constitución Política de Nicaragua, en vista de que rompe con el principio de 
jerarquía de la Ley establecido en el artículo 182 Constitucional; ya que dicho 
artículo que deviene de un Reglamento que según parece contraviene a uno 
establecido en una Ley, como es el artículo 133 de la Ley 272, Ley de la Industria 
Eléctrica. En este artículo 133 se establece: “De las disposiciones de los titulares 
de concesiones y licencias que afecten a sus clientes se establece el Recurso de 
Revisión ante los mismos y el Recurso de Apelación ante el INE, de conformidad a 
lo que establezca el Reglamento de la presente Ley, agotándose de esta forma la 
vía administrativa”. 
No obstante, a nuestro criterio, no existe ni siquiera inconstitucionalidad, sino la 
simple nulidad por el hecho de que si un reglamento o una norma de inferior 
jerarquía vulnera una Ley general o especial de mayor rango que el mismo, no 
 
 
cabe el recurso de inconstitucionalidad, sino la simple nulidad del artículo en el 
Reglamento; ya sea establecido por el mismo ente rector; o por la Corte Suprema 
de Justicia, en la simple resolución del recurso de amparo. 
Del mismo modo, el objetivo de la Ley 272, Ley de la Industria Eléctrica, no es la 
regulación de las relaciones comerciales entre la empresa distribuidora y los 
consumidores, sino regular las actividades de la industria eléctrica; es decir las 
actividades de generación, transmisión, distribución, comercialización, importación 
y exportación de la energía eléctrica que realizan las empresas bajo concesión o 
licencia otorgada por el ente regulador.  
En otras palabras, el espíritu de la Ley, es regular las relaciones entre el ente 
regulador (INE) y las empresas que se desarrollan bajo el término de industria 
eléctrica. La misma Ley 272 en su artículo 8 (definiciones) establece como 
“Normativa de Servicio Eléctrico: Son la normas que deben emitir todo distribuidor 
de energía eléctrica para establecer sus relaciones de distribución y/o 
comercialización con sus clientes, en concordancia con las disposiciones de esta 
Ley y su Reglamento General”. 
Del mismo modo, la misma Ley 272 en su artículo 42, establece: “El Reglamento 
General de la presente Ley y la Normativa de Servicio Eléctrico debidamente 
aprobado por el INE serán las normas que regirán las relaciones entre los 
distribuidores y sus clientes”. Dejando aún más claro el objetivo por cual fue 
creada la Ley 272.  
La cual no regula las relaciones comerciales entre las distribuidoras y los clientes. 
Incluso podemos dejar aún más claro el hecho de que el articulo NSE 7.7.2, no 
contraviene en nada a lo establecido en la Ley 272, pues el artículo 52 (de la Ley) 
expresa de manera concreta: “Los reclamos de los clientes respecto a la 
prestación y facturación del servicio público de electricidad se regirán por lo 
establecido en la Normativa de Servicio Eléctrico y las Leyes pertinentes a los 
Derechos de los Consumidores”. En todo caso lo establecido en la NSE 7.7.2, más 
 
 
bien, sirve de fundamento a lo establecido en el artículo 52 de la Ley 272, que lo 
dice de forma expresa y clara. 
También, podemos decir; realizando una interpretación, en base al objeto mismo 
de la Ley, que es regular las diferentes relaciones entre el ente regulador y la 
industria eléctrica; que en cuanto a la referencia que hace el artículo 133 de la 
misma; nos es más que el agotamiento de la vía administrativa en lo particular, es 
decir, en el ente regulador INE. Porque el mismo artículo 52 establece claramente 
el hecho o la posibilidad que tiene el usuario de recurrir al procedimiento 
establecido en la Ley 182. 
Del mismo modo, la sentencia número 10 de la CSJ, declara la 
inconstitucionalidad del artículo NSE 7.7.2, por ende la inaplicabilidad del mismo. 
No obstante, no toca ninguna de las atribuciones que tiene la actual Dirección de 
Defensa del Consumidor (DDC) del Ministerio de Fomento, Industria y Comercio 
(MIFIC). Por lo tanto deja en un limbo la verdadera intención de la sentencia. La 
DDC tiene facultad para conocer y obligación de resolver los casos relacionados 
con facturación y prestación del servicio de energía eléctrica entre los clientes y la 
distribuidora del servicio. 
No obstante, nosotros estamos seguros de la facultad de la DDC para conocer y 
resolver las controversias sobre prestación y facturación del servicio de energía. 
En principio, a como hemos planteado anteriormente, lo establecido en el artículo 
52 de la Ley 272, los casos de facturación y prestación de servicios de energía 
eléctrica se regirá por lo establecido en la Normativa de Servicio Eléctrico y la Ley 
de Consumidores.  
Es decir se ratifica las facultades a la entidad rectora de la Ley 182 de conocer 
dichos casos y de igual forma el artículo 3 de la misma Ley 182 expresa de forma 
clara “Son actos jurídicos regulados por esta Ley, los realizados entre dos partes 
que intervienen en una transacción en su carácter de proveedor y consumidor; el 
objeto recaerá sobre cualquier clase de bienes o servicios públicos o privados. Se 
incluyen servicios públicos tales como el suministro de energía, acueductos y 
 
 
alcantarillados, telecomunicaciones y correos, puertos, transportes y otros 
similares”.  
De manera tal, que es evidente el respeto que la legislación de aplicación 
particular le da a la Ley de aplicación general (Ley 182), valorizando así el orden 
jerárquico normativo existente en nuestro país. Ya que habiendo distintas 
instituciones, se entiende así mismo la existencia de diferentes instancias 
administrativas para resolver las controversias, habiendo ya un orden establecido, 
que va de lo particular a lo general, y siendo requisito agotar estas instancias de la 
vía administrativa en cada una de las instituciones. 
Es pues, correcto que la Ley 272, especifique cual es la última instancia 
administrativa en la regulación concreta del servicio para que de este modo 
permitir al consumidor hacer uso de su derecho al iniciar un nuevo procedimiento 
bajo la dirección de la Ley general. Un nuevo proceso que se abre con la demanda 
y siempre con el requisito de haber agotado las instancias particulares anteriores; 
para poder ascender en la vía normativa de defensa de los consumidores. 
Podemos concluir entonces que la Ley 182 en su artículo 2 expresa que es una 
Ley de orden público y que en base al Código Civil parágrafo XII no puede 
eludirse, ni modificarse. De igual forma, los derechos que confiere son 
irrenunciables y prevalecen sobre otra norma legal, uso, costumbre, práctica 
comercial o estipulación en contrario.  
Por tal razón, y en base a todo lo mencionado anteriormente la Dirección de 
Defensa del Consumidor, está facultada para conocer y resolver los casos 
relacionados con los usuarios del servicio de energía eléctrica, una vez hayan 
agotado la vía administrativa con el ente regulador (INE) no vulnerando el principio 




4. Opiniones sobre los efectos de la Sentencia No. 10 emitida el 
doce de noviembre del año dos mil nueve, de conformidad con 
valoración emitida por funcionarios de la Dirección de Defensa 
del Consumidor, MIFIC. 
 
A.- Datos sobre El Reclamo y Procedimientos. 
 Reclamo fue presentado ante la DDC, por parte de la Universidad 
Centroamericana de Ciencias Empresariales (UCEM), relacionado a la 
inconformidad por la facturación de los meses de febrero, marzo, abril, mayo y 
junio del dos mil cuatro, por servicio de electricidad. Se aplico el Procedimiento 
agotando la vía administrativa con la Resolución del Ministro del MIFIC, a favor de 
la UCEM.   
B.- Opiniones 
Para la Dirección de Defensa del Consumidor (DDC), la Sentencia No. 10, no le 
quita la competencia para conocer reclamos relacionados con el servicio de 
electricidad, que le fue otorgada en la ¨Ley de Defensa de los Consumidores¨, por 
las siguientes razones: 
1.- La sentencia contiene una serie de errores y vacíos, sobre todo porque no deja 
establecido en el POR TANTO y RESUELVE, lo relativo a la Incompetencia de la 
DDC para conocer reclamos relacionados con el servicio de electricidad, 
únicamente se limita a declarar la inconstitucionalidad del arto. 7.7.2  De la 
Normativa de Servicio Eléctrico.  
2.- La DDC continua admitiendo denuncias sobre cobros ilegales de parte de 
Unión Fenosa, sea DISNORTE o DISSUR, amparados en la Ley 182. El Hecho 
que hayan declarado inconstitucional lo establecido en la parte in fine del arto. 
7.7.2, no significa que derogaran la Ley 182 y su reglamento, esos instrumentos 




3.- No existe una conexión directa entre el objeto del reclamo ventilado en el 
procedimiento administrativo UCEM vs DISNORTE, y lo pedido en el recurso de 
Amparo y al Recurso de Inconstitucionalidad, en el proceso administrativo se 
reconoció la competencia de la DDC, Disnorte hizo uso de la instancia 
administrativa para resolver el conflicto con la UCEM, el argumento sobre la 
inconstitucionalidad del arto. 7.7.2, fue alegada hasta en el Recurso de Amparo, 
sin abordar con precisión en la sentencia lo relativo al caso en concreto de la 
UCEM, solo se dice se admite el amparo. 
4.- Con relación a la jerarquía de las normas, La ley 182 está en el mismo rango 
de la Ley que La Ley de Industria Eléctrica, según el título Preliminar del Código 
Civil, parágrafo 13. En su arto. 2 se establece que es una Ley de Orden Publico e 
interés social, los derechos que confiere son irrenunciables y prevalecen sobre 
otra norma legal, uso, costumbre, práctica comercial o estipulaciones en contrario. 
De igual manera en su arto. 4. Identifica y define a las partes del proceso como 
Consumidor y Proveedor.  
5.- El considerando de la Sentencia que si genera situación de peligro, es el No. 8. 
Ya que limita la competencia del MIFIC para conocer únicamente de algunos 
aspectos meramente técnicos como registrar los patrones de calibración de los 
medidores. Y que los reclamos se ventilaran en el INE, bajo la Norma de Servicio 
Eléctrico. Que el MIFIC no tiene competencia para conocer de asuntos de la 
industria eléctrica. 
C.- Efectos 
Hay varios casos que se encuentran en los tribunales de justicia, con acción de 
pago promovidos por Unión Fenosa, incluyendo el de la UCEM, esperando una 
resolución judicial. Ya que no fueron resueltos por la vía administrativa ante la 
DDC, porque no reconoce su competencia. 
El MIFIC a través de su oficina de Dirección Defensa del Consumidor, sigue 
recepcionando, y tramitando casos, notificando a DISNORTE y DISSUR, 
 
 
constancias de que los reclamos están en trámite, para proteger a los usuarios del 
























A partir de la investigación monográfica realizada y los resultados obtenidos de la 
misma, hemos concluido que: 
 
1. La prestación de servicios públicos es una función principal del Estado y del 
sector público en general, según lo establece la Constitución política en su art. 
105, así como también en leyes reguladoras del servicio de agua potable y luz 
eléctrica “Ley 291: Ley General de Servicio de Agua Potable y Alcantarillado 
Sanitario” y su reglamento de servicio al usuario,  la “Ley 272: Ley de Industria 
Eléctrica”, y la normativa de servicio eléctrico, “Ley 661: Ley para la Distribución 
y el uso responsable del servicio público de energía” para poder satisfacer las 
necesidades más importantes o básicas de la colectividad, y de esta forma 
contribuir a satisfacer el interés común de toda sociedad. 
 
2. Es congruente la realidad nacional con los hechos históricos por lo que según 
el contexto el Estado se tuvo que ver forzado a acudir a la figura jurídica de la 
concesión para la prestación de los servicios públicos de agua potable y luz 
eléctrica debido a la presión de satisfacer todas las necesidades de interés 
general. Pero siempre manteniendo una regulación a estas empresas por 
medio de la creación de entes reguladores que velaran por la buena 
distribución del servicio. 
 
3. Los derechos de consumo vienen de la mano con los servicios públicos, porque 
sin consumidores los servicios públicos no tendrían un existir, ya que es debido 
al consumidor que se da la regulación de este servicio para que los derechos de 
estos no se encuentren violentados al momento de querer hacer uso de uno de 




4. La Empresa Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados (ENACAL) así 
como la Empresa de Industria Eléctrica (UNION FENOSA), contemplan 
recursos para que el usuario pueda hacer uso de estos pero ante la misma 
empresa que ocasiona el agravio, lo cual consideramos que es inapropiado 
para la tutela eficaz de los derechos del usuario por lo que la empresa se 
presenta ante un doble papal como juez y parte en la reclamación.  
5. En los servicios públicos es notorio el monopolio que existe, ya que 
únicamente son dos empresas las únicas facultadas para poder brindar el 
servicio ya sea de agua potable o luz eléctrica, dejando al consumidor sin 
pluralidad de elección. 
6. La Dirección de Defensa de los Consumidores no tiene suficiente impacto ante 
las empresas prestadoras de servicio público debido a que las resoluciones 
emitidas por estas no cuentan con un carácter ejecutivo.  
7. La Dirección de Defensa del Consumidor tiene el compromiso de  difundir la 
Ley de Defensa de los Consumidores y su Reglamento entre la ciudadanía así 
como los derechos que tiene el consumidor y los medios que puede utilizar 
para su defensa, pero al parecer el presupuesto que les es asignado no es 
suficiente para poder cumplir con estos objetivos. 
  
8. La declaración de inconstitucionalidad de la sentencia numero 40 emitida en el 
año dos mil dos por la Corte Suprema de Justicia, la cual regula la jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo, crea un impacto negativo en el ejercicio de 
acciones judiciales para la protección de los usuarios de los servicios públicos 
en la vía judicial.  
9. Consideramos que la sentencia No. 10, objeto de análisis, no se ajusta a 
derecho por presentar en sus acápites relativos a los Vistos Resultas, 
incongruencias de forma y fondo. Siendo esta aplicada a un caso en concreto y 






1. Reformar los reglamentos y normativas de los entes reguladores de los 
servicios de agua potable y luz eléctrica, en donde se incorporen sanciones 
por la mala aplicación del procedimiento para poder resolver los reclamos.  
 
2.  Dar acceso a nuevas empresas para la distribución de los servicios de 
agua potable y luz eléctrica para que el consumidor sea quien decida con 
quien contratar.  
3. Reformar el procedimiento de las empresas distribuidoras del servicio de 
agua potable y luz eléctrica, para que luego de una resolución negativa por 
parte del proveedor este pueda ir directo al ente regulador a apelar de ella, 
evitando la retardación de justicia. 
  
4. Debería de elevarse las resoluciones de la Dirección de Defensa al 
Consumidor a carácter ejecutivo, para que estas causen mayor impacto. 
 
5.  Solicitar el incremento del presupuesto designado a la DDC, para que este 
pueda ser suficiente y cumplir con la difusión de los mecanismos con que 
cuenta un consumidor de servicio público. 
 
6. Crear una nueva ley de regulación de lo contencioso administrativo que 
cumpla con un procedimiento eficaz y accesible a la ciudadanía. 
 
7. Sería recomendable que las partes involucradas en el caso de la sentencia 
numero 10 emitida por la CSJ, solicitaran un recurso de aclaración, donde 
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SENTENCIA N°  10 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.- Managua, doce de noviembre del año dos mil nueve.- La una 





Ante la Sala Civil Número Dos del Tribunal de Apelaciones, Circunscripción Managua, a la una y 
cinco minutos de la tarde del catorce de febrero del dos mil seis, interpuso Recurso de Amparo el 
Doctor NOEL JOSÉ VIDAURRE ARGÜELLO, en su carácter de Apoderado General Judicial con la 
facultad especial de recurrir de amparo, de la EMPRESA DISTRIBUIDORA DE ELECTRICIDAD 
DEL NORTE, SOCIEDAD ANONIMA (DISNORTE), en contra del señor ALEJANDRO 
ARGÜELLO CHOISEUL, en su calidad de Ministro de Fomento, Industria y Comercio 
(MIFIC) de ese entonces, por la omisión de no resolver dentro del plazo fatal de tres días el 
Recurso de Apelación que promovió la Universidad Centroamericana de Ciencias Empresariales 
(UCEM) relacionado a la facturación de los meses de febrero, marzo, abril, mayo y junio del año 
dos mil cuatro. El recurrente estima como violados los artículos 25 inciso 2); 34 incisos 2) y 10); 
130, 167, 182 y 183 de la Constitución Política de la República y de manera particular solicitó la 
Inconstitucionalidad en el Caso Concreto del último párrafo del artículo 7.7.2 de la 
Normativa de Servicio Eléctrico (NSE), dictada por el Consejo Directivo del Instituto 
Nicaragüense de Energía (INE), en Resolución Nº 006-2000 en vista de que difiere de 
las instancias y procedimientos creados en el artículo 133 de la Ley Nº 272, Ley de 
Industria Eléctrica, publicada en La Gaceta, Diario Oficial, Nº 73 del 23 de abril de 
1998.  La Sala de lo Constitucional, por auto de las dos y cincuenta minutos de la tarde del quince 
de marzo del dos mil seis, tuvo por personados en los presentes autos de Amparo a la Doctora 
GEORGINA DEL SOCORRO CARBALLO QUINTANA, en su calidad de Procuradora Constitucional y de 
lo Contencioso Administrativo y como Delegada de la Procuraduría General de la República; al 
Doctor NOEL VIDAURRE ARGÜELLO, en su carácter de Apoderado de la Empresa Distribuidora de 
Electricidad del Norte (DISNORTE); al Licenciado ALEJANDRO ARGÜELLO CHOISEUL, en su calidad 
de Ministro de Fomento, Industria y Comercio de ese entonces. A la una y cuarenta y cinco minutos 
de la tarde del veintinueve de julio del año dos mil nueve, la Sala de lo Constitucional dictó la 
Sentencia No. 330, resolviendo en su Por Tanto lo siguiente: “I.- HA LUGAR AL RECURSO DE 
AMPARO interpuesto por el Doctor NOEL JOSÉ VIDAURRE ARGÜELLO, en su carácter de 
Apoderado General Judicial con la facultad especial de recurrir de amparo, de la empresa 
DISTRIBUIDORA DE ELECTRICIDAD DEL NORTE, SOCIEDAD ANONIMA (DISNORTE), en 
contra del señor ALEJANDRO ARGÜELLO CHOISEUL, en su calidad de Ministro de Fomento, 
 
 
Industria y Comercio (MIFIC) de ese entonces, de que se ha hecho mérito. II.- De 
conformidad con el artículo 22 de la Ley de Amparo; artículos 5 y 27 numeral 5 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, se declara inaplicable en base al Principio de Prevención y de cosa juzgada, la 
parte final del artículo 7.7.2, de la Normativa del Servicio Eléctrico que se lee: “Las resoluciones 
de las dos instancias anteriores no inhiben al cliente del Servicio Eléctrico, de recurrir a 
los procedimientos establecidos por la Ley de Defensa del Consumidor (Ley No. 182)”; 
en consecuencia elévese a Corte en Pleno para su ratificación.- Esta sentencia está escrita en diez 
hojas de papel bond tamaño legal con membrete de la Corte Suprema de Justicia y Sala de lo 
Constitucional y rubricadas por la Secretaria de la Sala de lo Constitucional.- Cópiese, notifíquese y 
publíquese”.- A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el Por Tanto II, la Sala de lo 




ESTA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, debe dejar claro que nuestra Constitución Política, no sólo 
establece derechos, deberes, principios y garantías fundamentales a favor de las personas y los 
ciudadanos, sino que contempla un sistema de recursos directos e indirectos, que TIENEN COMO 
OBJETIVO MANTENER Y RESTABLECER EN TODO MOMENTO LA SUPREMACÍA DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA, como Norma Fundamental y Suprema, frente a las demás Leyes, 
Reglamentos, Decretos y cualquier Acto Administrativo Generales o Concretos que pretenda 
vulnerarla, esto es lo que en doctrina se denomina “El Control de la Constitucionalidad de las Leyes 
y los Actos Administrativos”. Así la Constitución Política de 1987, dedicó el Capítulo II, del Título X, 
artículos 187 al 190, inclusive, al Control Constitucional, sin obviar los artículo 26 numeral 4 y 45 
Cn., como un Derecho Individual; medios de Controles Constitucionales regulados en la Ley No. 49, 
Ley de Amparo, del 20 de diciembre de 1988, publicada en La Gaceta, Diario Oficial, No. 241, y sus 
reformas, y en la Ley Orgánica del Poder Judicial en sus artículos 5; 27 numerales 1, 2 y 5; y 34. Al 
margen de estos medios de Control Constitucional nominados o taxativos, léanse: Recurso por 
Inconstitucionalidad, Recurso de Amparo, y Recurso de Exhibición Personal, existen en nuestra Ley 
Suprema otros mecanismos de freno al abuso de la Administración Pública en contra de los 
ciudadanos y de otras instituciones y Poderes del Estado como son: 1.- La Demanda Contencioso 
Administrativa (Artículo 160 numerales 10 y 11 Cn., regulada en la Ley No. 350, LRJCA); 2.- El 
Recurso de Habeas Data contenido en el artículo 26 numeral 4 Cn.; 3.- El Recurso de Amparo por 
Omisión (Ver Sent. 13-2006 Sala Cn); 4.- El otrora Recurso Innominado hoy Recurso de Conflicto 
de Competencia y Constitucionalidad Entre Poderes del Estado (Artículos 163 párrafo 2, 164 
numeral 12 Cn., Arto. 80 Ley de Amparo, y 27 numeral 2 de la L.O.P.J.; y 5.- El Recurso de 
Constitucionalidad entre el Gobierno Central y los Gobiernos Municipales y de las Regiones 
 
 
Autónomas de la Costa Atlántica (artículo 164 numeral 13 Cn).- Todos en su conjunto constituyen 
el Sistema de Control de la Constitucionalidad y por lo que hace a la Demanda Contencioso 
Administrativa el Control de la Legalidad Ordinaria (Ver SENTENCIAS SALA CN. No. 169, de las 
10:50 a.m., del 31 de marzo de 2009, Cons. I; y Sent. No. 330, de las 1:45 p.m., del 29 de julio de 
2009, Cons. II y V; Sent. No. 332, de las 10:45 a.m., del 8 de septiembre de 2009, Cons. I; y 
SENTENCIAS SALA C.A. No. 1, de las 10:00 a.m., del 28 de agosto de 2009; y Sent. No. 4, de las 
12:30 p.m., del 26 de marzo de 2007, Cons. II).- como lo expresa categóricamente la Ley Orgánica 
del Poder Judicial en su artículo 27 numeral 2: “La Corte Plena vela por la resolución oportuna, 
rápida y razonada de los asuntos planteados ante la misma, conocer y resolver de: Los conflictos 
entre los distintos Poderes del Estado, en relación al ejercicio de sus funciones, de conformidad con 
la Constitución Política de la República y en ejercicio de la función de Control Constitucional que le 
es inherente” (Ver Sentencia No. 69, dictada por la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, a la 1:45 p.m., 
del 23 de septiembre del dos mil cuatro: 2004, Cons. I).- Ahora bien, a quién le corresponde 
promover estos mecanismos de Control  Constitucional: 1.- El Recurso por Inconstitucionalidad si 
bien es una acción pública, la misma está reservada sólo a los ciudadanos nicaragüenses, sin 
necesidad de demostrar agravio directo y concreto; 2.- El Recurso de Amparo por acción u omisión 
lo puede ejercer toda persona natural o jurídica toda vez que demuestra plenamente el agravio; 3.- 
El Recurso de Exhibición Personal es el más informal de todos los recursos y puede ser ejercido por 
cualquier persona que tenga conocimiento que él u otra persona ha sido detenida o pende 
amenaza de ser detenida ilícitamente por autoridad pública o particular; 4.- El Habeas Data sigue 
las mismas características del Recurso de Amparo según Sentencia Número 60 del año 2007, 
dictada por la Sala de lo Constitucional. 5.- El Recurso de Conflicto de Competencia y 
Constitucionalidad Entre Poderes del Estado (artículo 164 numeral 12 Cn., y 27 numeral 2 L.O.P.J); 
su procedimiento ya fue regulado mediante la Ley No. 643, Ley de Reforma a la Ley de Amparo, y 
el Recurso de Constitucionalidad Entre el Gobierno Central y los Gobiernos Municipales y de las 
Regiones Autónomas de la Costa Atlántica (artículo 164 numeral 13 Cn), “podemos decir que en 
tanto y cuanto no se establezca un procedimiento autónomo … se seguirán los trámites del Control 
Constitucional establecidos en la Constitución Política, en la Ley de Amparo y en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, siendo la Corte Plena la facultada para su tramitación como expresamente lo 
establece el artículo 27 numeral 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, con la salvedad que … la 
acción está reservada a los representantes legales de las instituciones en conflictos 
constitucionales” (VER Arto. 82 Ley de Amparo y Sentencia No. 29, dictada a las 4:50 p.m., del 13 
de agosto del 2007, Cons. I; y Sentencia No. 333, dictada a las 6:00 p.m., del 5 de diciembre del 
2007, Cons. I).- Por lo que hace al Recurso de Amparo y al Recurso por Inconstitucionalidad se 
caracterizan por tener notas propias en su teleología: “Podemos afirmar que el Recurso por 
Inconstitucionalidad tienen como objeto y naturaleza mantener la Supremacía de la Constitución 
 
 
Política, frente a todas aquellas disposiciones que crean, modifican, o extinguen situaciones de 
carácter general, abstracto, impersonales, y obligatoria; es decir, que contengan esencialmente una 
regla de derecho, una norma jurídica, siendo el bien jurídico tutelado el interés público y general de 
todos los ciudadanos. En cambio en el Recurso de Amparo Administrativo, el bien jurídico que 
protege es el interés particular de cada uno de las personas naturales o jurídicas, que por un acto u 
omisión de un funcionario, viole o trate de violar sus derechos y GARANTÍAS reconocidos en la 
Constitución Política”. (VER Sentencia de Corte Plena No. 34, de las 12:45 p.m., del 3 de junio del 
2002, Cons. I; y Sentencia Sala Cn. No. 52, de la 1:45 p.m., del 25 de febrero de 2009, Cons. I).- 
 
II 
Efectivamente, estos medios de Control Constitucional tienen como finalidad mantener y 
restablecer las garantías constitucionales, sin mayores formalidades que los exigidos por la 
Constitución Política y la Ley de Amparo. Cabe destacar que en el Derecho Constitucional, existen 
dos Sistemas de Control a saber: El Sistema Concentrado o Europeo, también conocido como 
modelo austríaco inspirado en la creación teórica de Hans Kelsen; supone que el Control de la 
Constitucionalidad de las leyes y actos gubernamentales reside exclusivamente en un órgano ad – 
hoc y autónomo, el Tribunal o Corte Constitucional, especialmente creado para estos efectos. Es un 
Control principal y abstracto de la constitucionalidad  de una ley o norma, pues el caso se motiva 
en una acción judicial directa y exclusivamente encaminada a ese propósito (en vez de suscitarse 
en el marco de un proceso judicial cualquiera, dirigido a otro propósito central), por lo que la 
resolución que establece la inconstitucionalidad tiene carácter constitutivo, acarrea la anulación y 
derogación de la norma para el futuro (efecto ex nunc), siendo los efectos de su sentencia 
generales o erga omnes.  Por otra parte existe el Sistema “Difuso o modelo americano”, es 
aquél donde el Control de la Constitucionalidad es ejercido por todos los jueces y tribunales 
judiciales del país; se le conoce como “sistema de revisión judicial” (judicial review), y surgió en 
Estados Unidos de Norteamérica, a partir del precedente establecido por el Juez Marschall y la 
Suprema Corte en el caso Marbury vs. Madison en 1803. Tiene como fundamento la supremacía de 
la Constitución, cuya vigencia efectiva impone a TODO JUEZ, en cualquier tipo de proceso judicial, 
el deber de preferir la norma constitucional e inaplicar en el caso concreto cualquier ley o 
disposición que la vulnere o contradiga; estas normas son consideradas nulas por 
inconstitucionalidad y, como tales, deben ser dejadas de lado para la resolución del caso particular 
objeto de juzgamiento. Sin embargo, tales sistemas no son del todo cerrado y han sido permiados 
en muchos casos el uno por el otro, desembocando en un Sistema Mixto, en el que se le ha 
agregado al Control Difuso el Sistema Concentrado, radicado en unos casos en la Corte Suprema, y 
otros en Tribunales Constitucionales, funcionando ambos simultáneamente. De tal forma que, 
nuestro ordenamiento jurídico no es ajeno a dichos sistemas, y con toda seguridad podemos 
 
 
afirmar que se configura como un Sistema de Control Constitucional Mixto, donde coexisten 
el Control Concentrado o Directo, y el Control Difuso o Indirecto. En el primer caso, Control 
Concentrado Directo, se ejerce a través del Recurso por Inconstitucionalidad, dentro del término de 
sesenta días de haber entrado en vigencia la ley, decreto, reglamento o acto normativo, según lo 
establece el artículo 12 de la Ley de Amparo vigente, teniendo como objeto resolver 
exclusivamente la inconstitucionalidad de una norma o disposición, sin entrar a resolver un caso 
particular, y de llegar a determinarse, tiene efectos ex nunc. Y El Control Difuso o Indirecto, que 
opera cuando un  órgano jurisdiccional individual o colegiado, de oficio o a petición de parte, 
determina que una norma de cuya validez depende el fallo tiene roce con la Constitución Política, 
denominado por la Ley de Amparo, en el Capítulo IV, artículo 22 y siguientes, como 
Inconstitucionalidad en Casos Concretos, y en la doctrina como Control Difuso o Indirecto de 
la Ley; el cual plantea la posibilidad de alegatos y declaraciones de inconstitucionalidad, en ancas 
del Recurso de Casación y de Amparo propiamente dicha; o cuando por sentencia, en los casos que 
no hay casación, se hubiere resuelto un asunto con declaración expresa de inconstitucionalidad de 
alguna ley, decreto – ley, decreto o reglamento, el Juez o Tribunal en su caso deberá remitir su 
resolución a la Corte Suprema de Justicia. El Sistema Mixto (Control Concentrado y Control Difuso), 
nos hacen comprender que no existe posibilidad de omisión que permita la impunidad, o 
anular la Supremacía Constitucional, por medio de una norma preconstitucional o 
postconstitucional (VER Sentencia de CORTE PLENA Nº 69, de la 1:45 p.m. del 23 de septiembre 
de 2004, Cons. III). 
 
III, 
Siendo nuestro Sistema de Control Constitucional Mixto, la Ley Nº 260, Ley Orgánica del Poder 
Judicial (L.O.P.J.), publicada en La Gaceta, Diario Oficial, Nº 137 del 23 de julio de 1998, vigente, 
en su artículo 5, de manera expresa dispone: “Cuando en un caso sometido para su conocimiento, 
la Autoridad Judicial considere en su sentencia que una norma, de cuya validez depende el fallo, es 
contraria a la Constitución Política, debe declarar su inaplicabilidad para el caso concreto. En caso 
que una de las partes, haya alegado la inconstitucionalidad de una norma, la autoridad judicial 
deberá pronunciarse necesariamente sobre el punto, acogiendo o rechazando la pretensión. 
Cuando no hubiere casación y por sentencia firme hubiese sido resuelto un asunto con declaración 
expresa de inconstitucionalidad de alguna ley, decreto o reglamento, la Autoridad Judicial en su 
caso, deberá remitir su resolución a la Corte Suprema de Justicia. Si la Corte Suprema de Justicia 
ratifica esa resolución inconstitucional de la ley, decreto o reglamento, procederá a declarar su 
inaplicabilidad para todos los casos similares, de conformidad con la Ley de Amparo”.  Conforme el 
artículo 27 numeral 5) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, corresponde a la Corte Suprema de 
Justicia en Pleno, “La ratificación o no de la declaración de inconstitucionalidad, declarada por 
 
 
sentencia firme en caso concreto, de conformidad con la Ley de Amparo y sin perjuicio de la cosa 
juzgada material en dicho caso”. De las anteriores disposiciones se desprenden cuatro 
características a saber: 1.- De Oficio o a petición de parte cualquier Autoridad Judicial (lato sensu) 
puede declarar la inaplicabilidad de una norma preconstitucional o postconstitucional para el caso 
concreto; 2.- No puede declararse inaplicable una norma ajena al caso a resolver, sino sólo aquella 
norma de cuya validez depende el fallo, esto es que sea imprescindible y determinante para 
resolver el mismo; 3.- Cuando una de las partes alegue la inconstitucionalidad de una norma, 
obligatoriamente el judicial debe pronunciarse acogiendo o rechazando la pretensión; y 4.- 
Corresponde de manera indelegable a la Corte Suprema de Justicia ratificar o no la 
inconstitucionalidad, de manera incidental pues el objeto central es otro; en caso de aceptar la 
inconstitucionalidad debe declarar su inaplicabilidad para todos los casos similares. En el presente 
caso, el Recurso de Amparo supra indicado fue interpuesto por el Doctor Noel José Vidaurre 
Argüello, en su carácter de Apoderado General Judicial con la facultad especial de recurrir de 
amparo, de la EMPRESA DISTRIBUIDORA DE ELECTRICIDAD DEL NORTE, SOCIEDAD ANONIMA 
(DISNORTE), en contra del señor ALEJANDRO ARGÜELLO CHOISEUL, en su calidad de Ministro de 
Fomento, Industria y Comercio (MIFIC) de ese entonces, por la omisión de no resolver dentro del 
plazo fatal de tres días, el Recurso de Apelación que promovió la Universidad Centroamericana de 
Ciencias Empresariales (UCEM) relacionado a la facturación de los meses de febrero, marzo, abril, 
mayo y junio del año dos mil cuatro y solicitó la Inconstitucionalidad en el Caso Concreto de una 
norma post constitucional como es: El último párrafo del artículo 7.7.2 de la Normativa de Servicio 
Eléctrico (NSE), dictada por el Consejo Directivo del Instituto Nicaragüense de Energía (INE), en 
Resolución Nº 006-2000 en vista de que difiere de las instancias y procedimientos creados en el 
artículo 133 de la Ley Nº 272, Ley de Industria Eléctrica, publicada en La Gaceta, Diario Oficial, Nº 
73 del 23 de abril de 1998; por lo que de Oficio la Sala de lo Constitucional como jurisdicción 
extraordinaria y facultada para conocer y resolver los Recursos de Amparo, declaró la 
Inconstitucionalidad en el Caso Concreto de la parte final del artículo 7.7.2, de la 
Normativa del Servicio Eléctrico que se lee: “Las resoluciones de las dos instancias 
anteriores no inhiben al cliente del Servicio Eléctrico, de recurrir a los procedimientos 
establecidos por la Ley de Defensa del Consumidor (Ley Nº 182)”; en vista que era 
imprescindible examinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de dicha norma para conocer el 
fondo del amparo presentado. En este sentido la Sala de lo Constitucional en Sentencia Nº 330 de 
la una y cuarenta y cinco minutos de la tarde del veintinueve de julio del dos mil nueve, dijo: 
“Finalmente, corresponde a ESTA SALA DE LO CONSTITUCIONAL resolver el último aspecto 
planteado por el recurrente como es: “3.- La Inconstitucionalidad en el Caso Concreto del 
último párrafo del artículo 7.7.2 de la Normativa de Servicio Eléctrico (NSE)”… En el 
presente caso, ESTA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA observa que la Inconstitucionalidad en el 
 
 
Caso Concreto es a petición de parte y con relación a una norma de cuya validez depende el fallo 
administrativo como es el artículo 7.7.2 in fine de la Normativa del Servicio Eléctrico que se 
lee: “… Las resoluciones de las dos instancias anteriores no inhiben al cliente del 
servicio eléctrico, de recurrir a los procedimientos establecidos por la Ley de Defensa 
de los Consumidores, (Ley Nº 182).” (LO SUBRAYADA ES EL OBJETO DE LA 
INCONSTITUCIONALIDAD EN EL CASO CONCRETO y  que según el recurrente roza con el 
artículo 133 de la Ley Nº 272, Ley de Industria Eléctrica que dice: “De las disposiciones de 
los titulares de concesiones y licencias que afecten a sus clientes se establece el 
Recurso de Revisión ante los mismos, y el Recurso de Apelación ante el INE, de 
conformidad a lo que establezca el Reglamento de la presente Ley, agotándose de esta 
forma la Vía Administrativa”. Antes de determinar si es o no inconstitucional en el Caso 
Concreto, debemos decir que toda autoridad que ejerce la administración pública, tiene como 
obligación en principio aplicar la Constitución Política, las Leyes de la República, los Reglamentos y 
Decretos; ahora bien, si una normativa contradice a otra de rango superior, prevalece ésta sobre 
aquella, esto por cuanto en la aplicación de la norma al caso concreto, se le debe imprimir lo que 
en doctrina se le denomina cualidades normativas de la Constitución Política: Supremacía, 
Fundamentabilidad e Inviolabilidad de la Constitución Política, cualidades que junto al Principio de 
Legalidad (32, 130, 160 y 183 Cn), y el Principio de Seguridad Jurídica (artículo 25 numeral 2 Cn), 
reiteramos han sido violados por la autoridad administrativa recurrida, al ignorar la superioridad 
normativa que tiene la Constitución Política sobre el concierto de Leyes, Tratados, Acuerdo, 
Reglamentos, Decretos y Resoluciones, conforme el Principio de Jerarquía Normativa 
contendido en los artículos 129, 130 y 182 de la Constitución Política, último que se lee: “LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA ES LA CARTA FUNDAMENTAL DE LA REPÚBLICA; LAS DEMÁS LEYES ESTÁN 
SUBORDINADAS A ELLA. NO TENDRÁN VALOR ALGUNO LAS LEYES, TRATADOS, ORDENES O DISPOSICIONES 
QUE SE LE OPONGAN O ALTEREN”. Al respecto ESTA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA ha sostenido 
la doctrina constitucional que EL PRINCIPIO DE JERARQUÍA NORMATIVA, es un principio estructural 
que constituye un elemento esencial para dotar al ordenamiento jurídico de seguridad jurídica. En 
su manifestación más general, el Principio de Jerarquía Normativa significa que existen diversas 
categorías de normas jurídicas, cada una con un rango determinado, y que las mismas se 
relacionan jerárquicamente entre sí, de tal suerte que las de inferior nivel o rango, en ningún 
momento pueden contradecir a las de rango superior. Las normas que ostentan igual rango poseen 
en cambio, como es lógico, la misma fuerza normativa, mientras que finalmente, las normas de 
superior rango prevalecen en todo caso sobre las de rango inferior. Esta estructura jerarquizada 
tiene una forma piramidal cuya cúspide es la Constitución Política, Norma Suprema que se impone 
a todas las demás, y en cuyos restantes niveles se producen un número de normas cada vez 
mayor. Así un Decreto o Reglamento no puede modificar, reformar, o derogar lo establecido en una 
 
 
LEY, menos en aquellos casos de Reserva de Ley como es la aprobación, modificación, o 
derogación de Tributos, competencia exclusiva de la Asamblea Nacional (artículos 113 y 114 Cn); y 
cualquier LEY, ACUERDO O TRATADO en general, carecerá de toda validez y rayará en 
inconstitucionalidad toda vez que se oponga a lo prescrito en la Constitución Política, como Norma 
Suprema de la República. De acuerdo con este principio, la Constitución Política se caracteriza por 
ser fuente del derecho y al mismo tiempo norma normarum, es decir disposición que regula la 
creación del resto de las fuentes del ordenamiento jurídico y su interrelación. Ya esta Corte 
Suprema de Justicia se ha referido al respecto: “acertadamente explica el jurista vienes Hans 
Kelsen en su célebre obra Teoría de la Pirámide Jurídica, que las Normas Constitucionales están 
ubicadas en el vértice o cúspide de la pirámide y todas las demás disposiciones jurídicas que la 
integran deben encontrarse necesariamente subordinadas a las normas constitucionales” 
(Sentencia de Corte Plena Nº 113, de las diez de la mañana, del 21 de julio de 1992, Cons. I); idea 
que muy bien describió el juez norteamericano John Marshall en el famoso caso Marburi Vs. 
Madison en 1803, en el cual se forjaron dos pilares vigentes en el Derecho Constitucional de hoy: 
La Supremacía de la Constitución y el Control Constitucional. El respeto al Principio de 
Jerarquía Normativa es decisivo para determinar la validez de una norma, por cuanto 
una norma que contradiga a otra superior, no sólo no tiene fuerza normativa suficiente 
como para derogar ésta, sino que adolece de un vicio de validez ad origen; esto es una 
norma contraria a derecho que no puede incorporarse de forma permanente al 
ordenamiento jurídico. Tal es el caso de aquel Decreto dictado por el Poder Ejecutivo que 
reglamenta una materia reservada a la ley, como es la materia Presupuestaria ó Tributaria; ó que al 
reglamentar esta última se excede en lo establecido en la Ley; de ser así dicho decreto carecerá de 
total validez y por tanto estará condenado a la inconstitucionalidad. “En relación con la Constitución 
Política esta consecuencia llega a su máximo alcance, puesto que su superior jerarquía se proyecta 
a todas las demás normas del ordenamiento jurídico, de tal forma que su infracción determina la 
validez o <inconstitucionalidad> o <ilegalidad constitucional> de la norma”.- (López Guerra Luis, 
Espín Eduardo; García Morillo Joaquín, Pérez Tremps Pablo, y Satrústegui Miguel, “Derecho 
Constitucional, Volumen I, El Ordenamiento Constitucional, Derechos y Deberes de los 
Ciudadanos”, tiran lo blanch,  Valencia 1994 pág. 63).  Así, de acuerdo a su supremacía la 
Norma Constituyente es el primer mandato del orden jurídico al que deben apegarse las normas 
constituidas para que sean válidas. Cuando no sucede así, surge un conflicto entre las normas 
derivadas y la Constituyente que, por ser suprema prevalece sobre aquella. DE ESTA MANERA LOS 
ÓRGANOS DEL ESTADO QUE PRODUCEN Y APLICAN NORMAS SIEMPRE DEBEN FUNDARSE EN LA 
CONSTITUYENTE O EN LAS CONSTITUIDAS QUE DERIVAN DE AQUELLA, circunstancia que se traduce en 
la fundamentabilidad de la Constitución.  Finalmente, la inviolabilidad es la cualidad que le 
permite a la Constitución Política continuar siendo la Norma Constituyente a pesar de que su 
 
 
eficacia se interrumpa por algún hecho que provoque su quebrantamiento. A esto es lo que el 
profesor de Derecho Constitucional, Amparo y Garantías Individuales y Sociales de la Facultad de 
Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México, Enrique Sánchez Bringas, le denomina 
cualidades normativas de la Constitución Política: Supremacía, Fundamentabilidad e 
Inviolabilidad de la Constitución (Enrique Sánchez Bringas, Derecho Constitucional, 4ª Ed. PORRUA, 
México, pág. 189, a la 197). (Véase también sobre la Jerarquía Normativa de la Constitucional, a 
Ignacio de Otto, Derecho Constitucional, Sistema de Fuentes, ARIEL, 7ª reimpresión, Barcelona, 
España 1999, pág. 88). Efectivamente, nuestra Constitución Política deja clara su voluntad de ser la 
Ley Fundamental del ordenamiento jurídico, y ello se traduce en dos características: 1) El Texto 
Constitucional ostenta un carácter de Norma Supralegal en cuanto no puede ser alterado o 
reformado mediante los procedimientos ordinarios de creación o modificación de normas, sólo 
mediante los procedimientos señalados en los artículos 191 al 195 Cn. 2) Pero además los 
preceptos constitucionales, no sólo no pueden ser alterados, sino contradichos, o ignorados, por la 
acción u omisión de los Poderes Públicos ... es obligación del funcionario público ponderar y 
aplicar la normativa vigente constitucional,... Al no aplicar la norma vigente 
correspondiente los funcionarios públicos han violado no sólo los Principios de 
Jerarquía Normativa (artículo 129, 130, y 182 Cn.), de que nos hemos referidos, sino el 
Principio de Legalidad Tributaria (artículos 114, 115 y 138 numeral 27 Cn), el Principio 
de Seguridad Jurídica (artículo 25 numeral 2), y el Principio de Interdicción de la 
Arbitrariedad, éste último estrechamente ligado al Principio de Legalidad y de 
Seguridad Jurídica …” (Ver Sentencia Nº 5, dictada a las diez y cuarenta y cinco minutos de la 
mañana, del uno de febrero del dos mil cinco, Cons. VIII; Sentencia Nº 207, de las 10:45 p.m., del 
28 de junio de 2005; Sentencia Nº 53, de la 1:45 p.m., del 27 de octubre de 2005, Cons. VI).- 
Sobre el valor normativo de la Constitución Política, Eduardo García de Enterría nos dice que: “La 
técnica de atribuir a la Constitución el valor normativo superior, inmune a las Leyes ordinarias y 
más bien determinante de la validez de éstas, valor superior judicialmente tutelado, es la más 
importante creación, con el sistema federal, del constitucionalismo norteamericano, y su gran 
innovación frente a la tradición inglesa de que surgió (...) la vinculación normativa de la 
Constitución afecta a todos los ciudadanos y a todos los poderes públicos, sin excepción, y no sólo 
al Poder Legislativo como mandatos o instrucciones que a éste sólo cumpliese desarrollar, ... y 
entre los poderes públicos, a todos los Jueces y Tribunal y no sólo al Tribunal Constitucional” 
(Eduardo García de Enterría, La Constitución Como Norma Y El Tribunal Constitucional, Ed. Civitas 
S.A., 3ª Ed. 1994, pág. 63). Indudablemente, la norma constituyente es el primer mandato del 
orden jurídico al que deben apegarse las normas constituidas para que sean válidas. Cuando no 
sucede así, surge un conflicto entre normas derivadas y la constituyente que, por ser suprema, 
prevalece sobre aquella.- En el presente caso el recurrente alega la inconstitucionalidad en el caso 
 
 
concreto del artículo 7.7.2 in fine en lo que dice: “… Las resoluciones de las dos instancias 
anteriores no inhiben al cliente del servicio eléctrico, de recurrir a los procedimientos 
establecidos por la Ley de Defensa de los Consumidores, (Ley Nº 182).”, porque la 
Resolución Nº 006-2000, Normativa de Servicio Eléctrico, dictada y aprobada por el Consejo de 
Dirección del Instituto Nicaragüense de Energía (INE), traspasa lo establecido en cuanto al 
agotamiento de la Vía Administrativa señalado en el supradicho artículo 133 de la Ley Nº 272, 
damnificando sin lugar a duda el Principio de Jerarquía Normativa y Seguridad Jurídica, EN 
CONSECUENCIA de conformidad con los artículos 5 y 27 numeral 5 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial; artículo 22 de la Ley de Amparo y reiterados precedentes (Sentencia de Corte Plena Nº 69, 
de la una y cuarenta y cinco minutos de la tarde, del veintitrés de septiembre del 2004, Cons. I y 
II; Sentencia de Corte Plena, Nº 15, dictada a las doce meridiano, del 29 de mayo del 2005, Cons. I 
y II; Sentencia No. 5, dictada por la Sala de lo Constitucional, a las diez y cuarenta y cinco minutos 
de la mañana, del uno de febrero del 2005, Cons. X; y Sentencia Nº 207, de las 10:45 p.m., del 28 
de junio de 2005), se declara la Inconstitucionalidad en el Caso Concreto de la parte final del citado 
artículo 7.7.2 de la Normativa de Servicio Eléctrico. Sólo nos queda reiterar la jurisprudencia de la 
Corte Suprema de Justicia en cuanto a la Jerarquía Normativa de una Ley y de un Decreto: “… Los 
reglamentos que adoptan normalmente la forma de decretos o resoluciones, como en el presente 
caso, y de Órdenes Ministeriales, sirven por tanto para evitar al Poder Legislativo la imposible tarea 
de regular todos los detalles de la materia objeto de una ley. Sin embargo, ello no supone que 
los Reglamentos puedan ser contrarios a las leyes, pues existen precisamente para la 
ejecución de éstas. En lo conducente esta Corte Suprema de Justicia ha dicho “que la facultad de 
elaborar las leyes corresponde en forma exclusiva al Poder Legislativo, sin embargo tanto la 
doctrina como el derecho positivo, están de acuerdo en que la facultad reglamentaria corresponde 
al Poder Ejecutivo,…” (B.J. 1993, Sent. N° 78, Cons. II, pág. 135-137).- En consecuencia, ESTA 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA reitera que la Resolución Nº 006-2000, Normativa de Servicio 
Eléctrico, dictada por el Consejo de Dirección del Instituto Nicaragüense de Energía (INE), en su 
citado artículo 7.7.2 parte final, es inconstitucional en el caso concreto por traspasar los límites 
propios que le impone su LEY MATRIZ, ESPECIAL – SUSTANTIVA Y ADJETIVA PARA EL CASO 
CONCRETO, como es la Ley Nº 272, Ley de la Industria Eléctrica que en el caso planteado de la 
Cuestión de Inconstitucionalidad en su artículo 133 manda que: “De las disposiciones de los 
titulares de concesiones y licencias que afecten a sus clientes se establece el Recurso de Revisión 
ante los mismos, y el Recurso de Apelación ante el INE, de conformidad a lo que establezca el 
Reglamento de la presente Ley, agotándose de esta forma la Vía Administrativa”; esto es el juez 
administrativo – natural ope legis es el Ente Regulador, en el presente caso, es el Instituto de 
Energía Eléctrica (INE).- Es más, a criterio de ESTA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, la 
Normativa de Servicio Eléctrico (N.S.E.), no sólo roza con este artículo 133, sino que quiebra con 
 
 
las siguientes disposiciones de la misma Ley Nº 272, Ley de la Industria Eléctrica: Artículo 8: 
“Para los fines de la presente Ley, se entiende por: (parágrafo 25): Normativa de Servicio 
Eléctrico: Son las normas que debe emitir todo distribuidor de energía eléctrica para establecer su 
relaciones de distribución y/o comercialización con sus clientes, en concordancia con las 
disposiciones de esta Ley y su Reglamento General”; Artículo 18: “La regulación, 
supervisión y fiscalización de las actividades de la industria eléctrica estará a cargo del INE, cuyas 
funciones relacionadas con el sub-sector eléctrico están establecidas en su Ley Orgánica, además 
deberá: a) Ejercer la función de regulación del servicio de energía eléctrica la cual tendrá como 
objetivo básico propiciar la adecuada y eficiente prestación del servicio de electricidad, cuidando de 
su continuidad, calidad y cobertura, velando para evitar prácticas que constituyan competencia 
desleal o abuso de posiciones dominantes en el mercado; b) Establecer los criterios, metodologías 
y fórmulas para la fijación de las tarifas a los consumidores del servicio público de electricidad, así 
como aprobarlas y velar por su correcta y estricta aplicación. De manera específica velará porque el 
concesionario y titulares de licencia, no excedan los cargos de las tarifas, dictadas; c) Establecer 
sistemas, métodos y procedimientos para controlar y verificar la exactitud de los equipos de 
medición utilizados por los distribuidores para registrar el consumo de electricidad, debiendo 
intervenir directamente en la verificación de la exactitud de los medidores de energía, o por medio 
de laboratorios debidamente certificados para este fin. Para cumplir con estos objetivos, el INE 
suscribirá los contratos necesarios con los laboratorios de Metrología adscritos al Ministerio de 
Fomento, Industria y Comercio, a la Universidad Nacional de Ingeniería y al Colegio La Salle de 
León u otros laboratorios, sean estos públicos o privados a fin de apoyar a los consumidores en la 
verificación de los reclamos cuando no estén conformes con el servicio y/o medición de la energía. 
El costo económico correspondiente será incorporado dentro del presupuesto del INE. La autoridad 
competente del INE, deberá intervenir en la verificación del buen funcionamiento de los 
instrumentos de medición de energía, cuando existan dudas sobre las lecturas efectuadas por las 
empresas prestadoras de los respectivos servicios. El MIFIC deberá cumplir con la función 
asignada por la Ley y deberá registrar los patrones de calibración de los medidores. d) 
Tanto los instrumentos como las unidades de medición, deberán ser los reconocidos y legalmente 
autorizados…”; es el artículo 42 de la Ley Nº 272 que de manera taxativa otorga la calidad de Juez 
Administrativo Predeterminado al INE, al establecer de manera categórica el derecho al consumidor 
de 6) Ser atendido por la Empresa Distribuidora en las Consultas o Reclamos que formule, en el 
menor plazo posible; 7) Recurrir ante el INE cuando los niveles de servicio sean inferiores a los 
establecidos y la Empresa Distribuidora no hubiera atendido su Reclamo en tiempo oportuno; 8) 
Recurrir ante el INE, de conformidad con el procedimiento establecido en la Normativa de Servicio 
Eléctrico, cuando las Resoluciones de sus Reclamos ante la Empresa Distribuidora o cualquier 
acción del mismo no le sean satisfactorias”.- En ningún artículo, el Legislador otorga o distribuye 
 
 
competencia de la regulación de la industria eléctrica a la Dirección de Defensa del Consumidor del 
Ministerio de Fomento, Industria y Comercio (MIFIC), sólo al MIFIC en algunos aspectos 
meramente técnicos como por ejemplo registrar los patrones de calibración de los 
medidores, pero no competencia para resolver los Reclamos de los usuarios en este campo, 
facultad que como quedó claro es privativa del Instituto Nicaragüense de Energía (INE) conforme la 
Ley Nº 272 y 661, ambas ya referidas. Debemos sí dejar claro que los usuarios en sus Reclamos 
tanto ante la Empresa Distribuidora de Energía o ante el Instituto Nicaragüense de Energía (INE), 
que es donde se agota la Vía Administrativa para ocurrir mediante el Recurso de Amparo o 
Demanda Contencioso Administrativo, tienen la potestad de exigir el cumplimiento de los derechos 
sustantivos contenidos en la Ley Nº 182, Ley de Defensa de los Consumidores y su Reglamento, de 
conformidad con el artículo 52 de la Ley 272, Ley de Industria Eléctrica que se lee: “Los reclamos 
de los clientes respecto a la prestación y facturación del servicio público de electricidad, se regirán 
por lo establecido en la Normativa de Servicio Eléctrico y las leyes pertinentes a los derechos de los 
consumidores” (Sentencia Nº 330 de la 1:45 pm del 29  de julio del 2009). 
 
IV, 
En consecuencia, el Pleno de esta Corte Suprema de Justicia acoge como suyo todos y cada uno de 
los Criterios y Considerandos emitidos por la Sala de lo Constitucional en la Sentencia Nº 330 supra 
indicada; por lo que habrá que declarar la Inconstitucionalidad en el Caso Concreto de la parte final 
del artículo 7.7.2, de la Normativa del Servicio Eléctrico que se lee: “Las resoluciones de las dos 
instancias anteriores no inhiben al cliente del Servicio Eléctrico, de recurrir a los 
procedimientos establecidos por la Ley de Defensa del Consumidor (Ley No. 182)”; por 
oponerse a la Constitución Política en su artículo 182 que reza: “La Constitución Política es la 
carta fundamental de la República; las demás leyes están subordinadas a ella. No 
tendrán valor alguno las leyes, tratados, órdenes o disposiciones que se le opongan o 
alteren sus disposiciones”; así como a los artículos 45 y 188 de la Constitución Política. La 
misma Ley Nº 49, Ley de Amparo, y sus Reformas publicadas en La Gaceta, Diario Oficial Nº 212 
del 4 de noviembre del 2008, señala en su artículo 6: “Los Tribunales de Justicia observarán 
siempre el principio de que la Constitución Política prevalece sobre cualquier Ley o 
Tratado Internacional”. Por lo que llegado el estado de resolver. 
 
POR TANTO: 
De conformidad con todo lo expuesto, artículos 424, 426 y 436 Pr; artículos 45, 182 y 188 
de la Constitución Política; artículos 3, 22, 23 y 24 de la Ley de Amparo vigente, artículo 5 
y 27 numeral 5) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y demás disposiciones 
constitucionales y ordinarias citadas, los suscritos Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia resuelven: I.- SE RATIFICA LA INCONSTITUCIONALIDAD EN EL CASO 
 
 
CONCRETO DECLARADO EN SENTENCIA NO. 330, dictada por la Sala de lo 
Constitucional a la una y cuarenta y cinco minutos de la tarde, del veintinueve de julio del 
año dos mil nueve, en consecuencia es inconstitucional la parte final del artículo 7.7.2, de la 
Normativa del Servicio Eléctrico que se lee: “Las resoluciones de las dos instancias 
anteriores no inhiben al cliente del Servicio Eléctrico, de recurrir a los procedimientos 
establecidos por la Ley de Defensa del Consumidor (Ley Nº 182)”; el cual carece de valor 
legal alguno, y por tanto es inaplicable. II.- Cópiese, notifíquese, envíese copia de esta 
resolución a los demás Poderes del Estado para su conocimiento y publíquese en la Gaceta, 
Diario Oficial. Esta Sentencia está escrita en cinco hojas de papel bond tamaño legal con 
membrete de la Corte Suprema de Justicia y rubricadas por el Secretario de este Supremo 
Tribunal.- MANUEL MARTINEZ S.-  RAFAEL SOL C.-  A.L.RAMOS.- M. AGUILAR 
G.-  Y. CENTENO G.-  FCO. ROSALES A.-  A. CUADRA L.- I. ESCOBAR F.-  L.M.A.- 
J. D. SIRIAS V.- J. MENDEZ.- S. CUAREZMA.-  ANT. ALEMAN L.-  G. RIVERA Z.- 











































MINISTERIO DE FOMENTO, INDUSTRIA Y COMERCIO (MIFIC). DIRECCIÓN DE 
DEFENSA DEL CONSUMIDOR. Managua, veintiséis de febrero del año dos 




No. Expediente:  1100-2009  
Forma de inicio: Demanda. 
Fecha de Inicio: 17 abril del 2009.  
Demandante:  Vilma María Mendoza Flores. 
Demandado: Empresa Nicaragüense de Acueductos y 
Alcantarillados Sanitarios. (ENACAL) 
Cuenta No:   700-02-046-56300. 
Tipo de Tarifa:  2  
Motivo:  Alta facturación en los meses de febrero y 
Marzo del 2009.                                            
Petición: Rectificación de la facturas No. 33663908 y 
33926115 de  acuerdo al consumo real e 
histórico de Agua Potable en su domicilio.  
 
SE CONSIDERA 
UNICO: Que la Dirección de Defensa del Consumidor mediante autos 
que rolan en el folio  7 y 11 citó a la parte demandada para 
celebrar trámite conciliatorio con la parte demandante o a 
contestar la demanda presentada en contra de la empresa ENACAL, 
optando la parte demandada por contestar la demanda, mediante 
escrito presentado a las tres y nueve minutos de la tarde del día 
veintiséis de junio del dos mil nueve, en el cual alega lo 
siguiente: En el presente caso el ente regulador INAA dicto 
resolución No. 10624, el 26 de marzo, para lo cual se revisó la 
información del usuario suministrada por ENACAL, así como 
expediente activo manejado por INAA, se comprobó lo siguiente: a) 
en inspección realizada por ENACAL, el 17 de marzo 2009, se 
encontró que el medidor está en buen estado. b) según histérico de 
consumo, las lecturas tienen secuencia numérica y están correctas. 
c) los meses anteriores están en apelación ante el Mific. En base 
a lo antes considerado, el INAA resolvió: NO HA LUGAR, al reclamo 
presentado por la señora: Vilma Mendoza Flores, de la cuenta No. 
700-02-046-56300… ENACAL facturo los meses de febrero y marzo 2009 
de acuerdo al consumo registrado por el medidor y según lo 
establecido en el artículo 26 del reglamento de servicio al 
Ministerio de Fomento, Industria y Comercio 
(MIFIC) 
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usuario que dice: “el prestador facturará los consumo de 
conformidad a la lectura mensual que presente el medidor.” Por 
medio de providencia dictada por esta Dirección a ocho y cinco 
minutos de la mañana del diecisiete de marzo del año dos mil 
nueve, se le dio intervención de ley al Licenciado José Alejandro 
Alonso López, como representante de la empresa ENACAL, y de 
conformidad a los artos. 23 y 24 del Reglamento a la Ley 182, se 
procedió a abrir a prueba el caso por el término de Ley 
correspondiente. Que habiendo concluido el término para aportar 
pruebas, esta autoridad, a solicitud de la parte demandada tuvo 
como pruebas documentales a su favor los documentos que rolan en 
autos en los folios: 24, 25, 26, 27, 28, 29 y 30 31, y de igual 
forma se tuvo como prueba a favor de la señora: Vilma María 
Mendoza Flores documentos que rolan en los folios: 32, 33 y 34. El 
día quince de octubre del dos mil nueve mediante auto que rola en 
el folio No. 35 se mandó a tener por cerrado el periodo 
probatorio.  Estando el presente caso para resolver, la DDC procedió 
al análisis de la documentación que rola en el expediente, 
logrando verificar que la parte demandante no presento las seis 
facturas anteriores a las facturas objeto de la presente demanda, 
las cuales son fundamentales para determinar la veracidad de los 
hechos alegados por la parte demandante, al carecer de pruebas que 
demuestren los extremos de la demanda presentada por la señora: 
Vilma María Mendoza Flores, la Dirección de Defensa del Consumidor 
debe absolver de toda responsabilidad administrativa referente a 
este caso concreto a la Empresa Nicaragüense de Acueductos y 
Alcantarillados Sanitarios. (ENACAL). Déjense a salvo los derechos 
de la parte demandante para ejercer sus derecho ante las 
autoridades jurisdiccionales respectivas. 
 
POR TANTO 
En base a las consideraciones hechas y al art.1, 2, 3, 12 inc. d) 
y h), 34 y 39 de la Ley 182 y los artos. 4, 24, 27, 28 y 66 del 




1- No ha lugar a la demanda presentada por Vilma María Mendoza 
Flores, usuaria del servicio de agua potable Cuenta No. 700-02-
046-56300, en contra de la Empresa Nicaragüense de Acueductos y 
Alcantarillados Sanitarios. (ENACAL), en vista de no haberse 
comprobado en autos los extremos de su demanda. 
2- Absuélvase de toda responsabilidad administrativa por lo que 
hace al presente caso a la Empresa Nicaragüense de Acueductos y 
Alcantarillados Sanitarios. (ENACAL). 
3- Recuérdeseles a las partes el derecho que les asiste de apelar 
de la presente resolución en el término establecido en la Ley 
182 y su Reglamento. 
4- Déjense a salvo los derechos de la parte demandante para ejercer 
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No. Expediente:  0081-2009 
Forma de inicio:  Demanda. 
Fecha de Inicio: 08 de enero del 2009  
Demandante: Carlos Martin Campos Conrado, en nombre y 
representación de Calixto Garcia Vélez. 
Demandado:   DISSUR, S.A. Oficina Comercial Sur de esta 
ciudad, Managua. 
Numero NIS: 2260238 
Tipo de Tarifa:  To BT Domestico. 
Motivo:   Alta Facturación por consumo de energía 
eléctrica en el mes de agosto del 2008.  
Petición:  Rectificación de las facturas 
correspondiente al mes de agosto del 2008, 
de acuerdo al consumo histórico y real de 
energía eléctrica.  
 
CONSIDERANDO 
UNICO: la Dirección de Defensa del Consumidor, mediante autos 
que rolan en los folios 13 y 17 cito a la empresa demandada para 
realizar trámite  conciliatorio con la parte demandante o a 
contestar demanda presentada en su contra. optando la empresa 
demandada por contestar, presentado escrito de contestación de demanda 
a las cuatro y cuatro minutos de la tarde del veintiocho de abril del 
año dos mil nueve, contestación que fue presentada por el licenciado 
Pablo Emilio Aragón Calero, en su calidad de representante de la 
empresa DISSUR, S.A. Oficina Comercial Sur de esta ciudad, quien 
alego que el señor Campos ha presentado reclamo por el mes arriba 
descrito, el cual fue declarado improcedentes en base inspección 
realizadas en campo por personal de la empresa. Con lecturas reales y 
coherentes según análisis de facturación promedio de consumo para 
estos meses es de 150KWH/día cliente al no estar de acuerdo con 
nuestra resolución acudió al INE el cual avió inspección para emitir 
resolución. De igual forma manifiesta la parte demandada que cabe 
destacar que el INE, ha emitido resolución, la cual resuelve que el 
MINISTERIO DE FOMENTO, INDUSTRIA Y COMERCIO. 
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mes de agosto-08 fue emitido correctamente por cual no se rectifica. 
Cabe mencionar que inspección realizada por INE, en el inmueble del 
demandante se logró verificar que el medidor instalado cumple con lo 
establecido en lo expuesto en el NSE, 5.5.1. El representante de la 
empresa demandada termina diciendo que en conclusión la demanda es 
improcedente por lo que solicita su desestimación. De conformidad a 
los artos. 23 y 24 del Reglamento a la Ley 182, se ordenó la apertura 
del respectivo periodo probatorio por el término de ley 
correspondiente, dándole intervención de ley a Pablo Emilio Aragón 
Calero, como representante de la empresa DISSUR, S.A. Oficina 
Comercial Sur de esta ciudad. Habiendo concluido el periodo 
probatorio, esta Dirección ordenó el cierre del mismo y pasó el 
expediente a fase de resolución. La DDC procedió al análisis de la 
documentación que rola en el expediente, logrando comprobar con el 
censo de carga realizado en la vivienda del señor: Carlos Campos 
Conrado, en la siguiente dirección: Las Colinas del club de Natación 2 
cuadras al este, 10 varas al sur, m/i. ejecutado por el departamento 
General de Bomberos de Nicaragua a través del Inspector Alfonso 
Saavedra, censo de carga que determina un consumo promedio diario 
86.62Kwh, el que multiplicado por los 32 días facturados en el mes de 
agosto del 2008, nos da un promedio de consumo mensual de 2,772kwh, 
para el mes en reclamo. Ante tales circunstancias, la Dirección de 
Defensa del Consumidor ordena a la empresa DISSUR, S.A. Oficina 
Comercial Sur de esta ciudad, la rectificación de las facturas 
correspondiente al mes de agosto del 2008, en base al resultado 
obtenido del análisis documental relacionado.  
POR TANTO 
En base a las consideraciones hechas y al art.1, 2, 3, 12 inc. d) y 
h), 34 y 39 de la Ley 182 y los artos. 4, 24, 27, 28 y 66 del 




1- Ha lugar a la demanda presentada por Carlos Martin Campos 
Conrado, en nombre y representación de Calixto Garcia Vélez, 
usuario del servicio de energía eléctrica NIS. 2260238, en contra 
de la empresa DISSUR, S.A. Oficina Comercial Sur de esta ciudad en 
vista de haberse comprobado en autos que el consumo promedio diario 
de la casa de habitación del demandante es de 86.62Kwh. 
2- Ordénese a la empresa DISSUR, S.A. Oficina Comercial Sur de esta 
ciudad la rectificación de la factura correspondiente al mes de 
agosto del año 2008 en base a 2,772kwh, para el mes en reclamo. 
3- Si es el caso de que las facturas comprendidas en esta resolución 
estuvieren canceladas o dentro de un arreglo de pago u otro 
documento que menoscabe los derechos del consumidor, la empresa 
DISSUR, S.A. Oficina Comercial Sur de esta ciudad, Managua, deberá 
elaborar una nota de crédito a favor del demandante. 
4- Adviértase a la empresa DISSUR, S.A. Oficina Comercial Sur de esta 
ciudad, Managua que en caso de reincidencia o desobediencia de las 
Resoluciones de la Dirección de Defensa del Consumidor se le 
aplicarán las sanciones más drásticas que contempla la Ley 182 y su 
Reglamento. 
5- Señálese un plazo de quince días hábiles a partir del día siguiente 
de la notificación para que la empresa DISSUR, S.A. Oficina 
 
 
Comercial Sur de esta ciudad, Managua haga efectiva la presente 
resolución.  
6- Recuérdesele a la parte demandante que tiene un plazo de quince 
días hábiles después de que la empresa DISSUR, S.A. Oficina 
Comercial Sur de esta ciudad, Managua, le notifique la 
rectificación de las facturas objeto de la presente demanda, para 
hacer efectivo el pago de la misma. 
7- Recuérdeseles a las partes el derecho que les asiste de apelar de 
la presente resolución en el término establecido en la Ley 182 y su 
Reglamento. 
8- Notifíquese.  
 
